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Presentación 



Viene siendo lugar común al abordar el estudio de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior, que la misma ha supuesto un nuevo hito en el Derecho Administrativo, por cuanto afecta de lleno a los clásicos postulados vertidos durante años en materia de la intervención del poder público sobre las actividades de la ciudadanía. Y lo cierto es que referido ello al ámbito del sector público administrativo español, aunque fruto de un tardío -e inacabado- trabajo de transposición, estas ideas son plenamente predicables, por cuanto han supuesto la remodelación de diversas categorías de control administrativo, como es el caso de las conocidas autorizaciones y licencias de actividades, así como ha impulsado nuevas técnicas de intervención administrativa, que comienzan a ser familiares a los operadores jurídicos, como resulta de la comunicación previa, la declaración responsable y el control posterior.

Por consiguiente, tratar la incidencia de la Directiva de Servicios en una perspectiva sintética, comparada y de interrelación sectorial y multinivel de gobierno, nos parecía de una oportunidad y conveniencia más que justificada, aunque de suma complejidad, por la convergencia de poderes normativos, tanto territoriales como sectoriales, como por el carácter novedoso y, en algunos ámbitos, inexplorado campo de las técnicas de intervención administrativa.

Desde este prisma, en la presente obra se aborda un estudio de la intervención administrativa que ejercen los poderes públicos en materia de actividades de ocio, de las cuales ocupan un lugar destacado las incluidas dentro de la materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y de establecimientos públicos. Ello no obstante, a lo largo de la misma se incluye el estudio de otras actividades de ocio que el Legislador autonómico ha desgajado o no sectorizado dentro del nomenclátor o catálogo de espectáculos y actividades recreativas, pero sí presentan una conexión notable con las mismas, por lo que resultaba oportuno ofrecer un tratamiento conjunto e integrado.

En un plano sistemático, la obra se ha elaborado desde un triple enfoque, canon de la diversidad sectorial y de gobierno que oscila de manera constante en el Estado español: material, de nivel territorial de gobierno y multisectorial.

Desde un enfoque material, la obra se encuentra estructurada desde las siguientes premisas: primera, el destronamiento de las clásicas formas de intervención administrativa, como es el caso de la licencia de apertura o de actividad; segunda, la elevación a categoría de técnicas de intervención que confluyen con la corresponsabilidad del sector privado -la comunicación previa y la declaración responsable-; y tercera, el reforzamiento de la actuación administrativa de control posterior de actividades comunicadas o declaradas por el ciudadano. Pese a lo que en un primer momento pudiera pensarse, perviven aún hoy numerosos controles autorizatorios previos en materia de intervención administrativa sobre actividades y establecimientos, por muy diversos motivos, de los que apuntamos los siguientes: porque en puridad no puedan concebirse como actividades de servicios y, por consiguiente, quedarían fuera del ámbito de aplicación de la Directiva de Servicios; porque la legislación del sector no haya sido objeto todavía de transposición; o bien aun cuando haya sido objeto de transposición, se haya optado por la permanencia del control previo bajo el ropaje de una razón imperiosa de interés general, como faculta con carácter excepcional la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea; o por su camuflaje en otros controles, como los urbanísticos, que en algunos casos vienen reforzados, como ocurre en alguna Comunidad Autónoma, con las licencias urbanísticas de utilización o de uso de establecimientos.

Igualmente, es destacable desde un plano material que se ha estructurado la obra atendiendo al medio donde tiene lugar o se desarrolla la actividad de ocio, tanto en un entorno urbano como en el medio rural o natural. De esta manera, se ofrece un tratamiento de las actividades de ocio en el ámbito urbano, atinente tanto a los establecimientos permanentes, como los eventuales objeto de actividades de ocio ocasionales (ya sean organizadas por el sector público o el privado), como aquellas que se manifiestan en espacios abiertos y de dominio público. En cuanto al ámbito rural o natural, es objeto de análisis la intervención administrativa a un triple nivel: territorial, urbanístico y ambiental, teniendo en cuenta que cada vez dichos ámbitos de actuación administrativa se muestran más convergentes, como tuvimos ocasión de ver por ejemplo con la Ley estatal 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, y su Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio.

La obra también desarrolla un estudio de la materia desde un enfoque multinivel de gobierno, mediante el tratamiento de las competencias normativas y ejecutivas de las tres Administraciones territoriales que escenifican el nivel de gobierno en nuestro sistema constitucional ejecutivo. Aun cuando son escasas las competencias ejecutivas de la Administración General del Estado, se ofrece un estudio conjunto del marco normativo y competencial del Estado, de las Comunidades Autónomas y de los Gobiernos locales en materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos, desde los orígenes del control por parte del poder público, en el que ocupan un lugar destacado los Municipios, pasando por la estatalización de la normación del orden público y de la policía urbana y rural, hasta los efectos de la Directiva de Servicios, que propugna una flexibilización de los controles previos y una mayor colaboración -y corresponsabilidad- con el sector privado. En el plano de los Gobiernos locales, los efectos de la transposición de la Directiva de Servicios han tenido un efecto directo sobre las tradicionales licencias de apertura, como quiso destacar el legislador básico estatal en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio -conocida como Ley ómnibus-, cuya primera norma afectada es precisamente la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

En un tercer plano el presente trabajo vertebra un enfoque multisectorial: aunque en el telón de fondo siempre se encuentra presente la normativa sobre espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos -desde su construcción jurídica por la legislación estatal a las normas autonómicas sobre dicho sector-, la obra ahonda en una profunda interrelación de los diversos sectores que muestran una ligazón con dichas actividades y establecimientos, de tal manera que gran parte de las reflexiones y estudios planteados y desarrollados aquí, son predicables para la construcción de una teoría general en materia de intervención administrativa sobre actividades y establecimientos. En especial, ocupa un lugar destacado el estudio de la legislación de ordenación del territorio, la urbanística y la ambiental, en cuanto prácticamente toda actividad de ocio a desarrollar sobre un establecimiento tiene repercusión urbanística, y por cuanto en otros casos, las actividades clasificadas por la legislación de espectáculos y actividades recreativas se encuentran a su vez clasificadas por la legislación ambiental.

Al margen de ello, el presente trabajo muestra una sistematicidad temporal o cronológica sobre el control que los poderes públicos ejercen sobre las actividades y establecimientos, desde un plano procedimental. Esto es, se analiza ampliamente un procedimiento-tipo para la intervención administrativa sobre espectáculos y actividades recreativas y establecimientos públicos, desde las consultas previas o autorizaciones previas y sectoriales que inciden sobre los mismos, las formas de iniciación del procedimiento, pasando por los actos de instrucción, concluyendo con las formas de terminación del mismo.

Igualmente, se ha querido dejar debida constancia en el estudio que aquí se presenta, de una nada desdeñable faceta que viene a asumir ahora el poder público, derivado de la actividad de control o comprobación posterior. En este sentido, ha sido una premisa dotar de un verdadero contenido autónomo a esta figura de intervención administrativa, desgajada de la neta potestad de inspección administrativa, aunque presente innegables pasarelas de comunicación con la misma.

Como decía Miguel de Cervantes en el Prólogo a su más conocida obra, acontece tener un padre a un hijo feo y sin gracia alguna, y el amor que le tiene le pone una venda en los ojos para que no vea sus faltas. Lo cierto es que la presente obra presenta indudablemente numerosas cuestiones que pueden ser objeto de discusión, al afectar a instituciones clave de la intervención administrativa en materia de actividades de la ciudadanía. No obstante, de lo que estamos bien seguros es de la utilidad de la misma, y ello por un doble motivo: por abordar el estudio en el Derecho comparado español de los efectos de la transposición de la Directiva de Servicios, en cuanto entraña de cambio y esfuerzo en la mejora de las Administraciones, que deben aclimatarse a los nuevos tiempos de entendimiento y concordia con el ciudadano; como su abordaje en el seno de una materia de amplio calado tanto para la ciudadanía como para el sector público: las actividades de ocio y los establecimientos públicos. Por consiguiente, las ideas, asuntos, materias y, tal vez, aventuradas propuestas que pueda el lector encontrar desarrolladas en la presente obra, tienen en todo momento una perspectiva práctica inconmensurable, lo que sin duda revertirá en su uso tanto por el estratega normativo como por el intérprete y operador jurídico, público o privado.

Éstas han sido las premisas de las que hemos partido los autores y que hoy han dado sus frutos, desde que allá por el año 2006, con motivo de la aprobación de la Directiva de Servicios, y en el escenario de encuentro que representó el Programa de Doctorado en Derecho Ambiental del Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada, que yo mismo coordinaba, nos marcamos como objetivo elaborar un estudio de las formas de intervención administrativa sobre actividades de ocio y establecimientos públicos a la luz de los nuevos postulados que ofrecía el Derecho europeo. De esta manera, de las ponencias y reflexiones iniciales elaboradas en el seno de encuentro que supuso dicho Programa, convergió la obra que tengo el honor de dirigir y que ha coordinado incansablemente Carlos BULLEJOS CALVO, no sólo por los diversos enfoques y ordenamientos, sino por cuanto el constante goteo legislativo que ha supuesto la transposición de la Directiva de Servicios en el Estado español, ha conllevado que la misma sufra numerosos retoques y actualizaciones, cuestión a la que nos vemos avocados en el día a día todos los estudiosos del Derecho Administrativo. Carlos BULLEJOS no sólo ha tenido la responsabilidad de la autoría de diversos capítulos, sino que con su trabajo ha hecho realidad un proyecto a través de su magistral coordinación, siendo el alma mater de la obra junto a unos solidarios compañeros de viaje. Igualmente, ha sido fundamental en la obra el trabajo y la aportación práctica de Miguel Ángel CAMPOS SÁNCHEZ, no sólo un joven investigador sino también un experimentado abogado. No casualmente su más destacada aportación se ha centrado en materia ambiental, sancionadora y de responsabilidad patrimonial. Por último, hay que hacer mención a otros iniciales colaboradores, como es el caso de María Gracia GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, que aportaron ideas e ilusión, pero que por diversos motivos no pudieron continuar con el trabajo intenso que requiere cualquier obra de este tipo. Obra, en suma, que aúna diversas perspectivas y ocupaciones jurídicas, por lo que los tres autores, conscientes de nuestro papel profesional en cada uno de nuestros ámbitos, hemos intentado aportar lo mejor de nuestros conocimientos para hacer realidad el fruto de nuestro trabajo conjunto e integrado en el mayor de los casos. De ahí que consideremos que la obra pueda supuestamente tener valía tanto en el plano científico, como divulgativo y práctico, por parte de los operadores jurídicos, públicos y privados, a la hora de aplicar la legislación de intervención administrativa en los sectores objeto de estudio.

Resta agradecer la honra que nos supone el feliz acogimiento de la obra por parte del Grupo Editorial Wolters Kluwer y, en particular, en la persona de su Director de Publicaciones WKE Local, Fernando Castro Abella, así como expresar nuestra gratitud por el apoyo y ánimo de nuestras correspondientes familias, que pretendemos restituir dedicándoles con todo nuestro afecto la presente obra.

Rafael Barranco Vela 

Granada, noviembre de 2010 






Las actividades de ocio y la intervención administrativa 



I.  LAS ACTIVIDADES DE OCIO COMO FENÓMENO DE INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA

Como ha señalado la doctrina  (1) , el siglo xxi está siendo el siglo de Internet, del genoma y del ocio. Desde la perspectiva jurídica, que es la que aquí se sigue, sin perjuicio de determinadas referencias y reflexiones que se tomarán de otras disciplinas (tales como la sociología, ciencias económicas, geografía humana, ingenierías industrial y agrónoma, ciencias ambientales y biológicas...), cabe afirmar que las decisiones capitales del sistema político en que vivimos son adoptadas por la Constitución, que entre otras materias también se ocupa del ocio en su art. 43.3 al establecer que «los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio». Como han apuntado Barranco Vela, Real Ferrer y Talón Ballestero (2) , no va a ser la Constitución española de 1978 la primera que lo haga, ni tampoco la que dedique un articulado especial al mismo. Nuestra Constitución, en el caso del ocio, como un texto constitucional moderno, lo que hace es recoger dentro de la máxima expresión normativa un fenómeno común y creciente en la vida de los ciudadanos.

En cualquier caso, en el transcurso de estos años van emergiendo textos incluso de carácter internacional dedicados al ocio, como es el caso de la «Declaración de São Paulo: el ocio en la sociedad globalizada», aprobada en el V Congreso de la World Leisure and Recreation Association (WLRA), São Paulo, Brasil, 26-30 de octubre de 1998.

Blanquer Criado (3)  reflexiona que una gran parte de nuestra vida la dedicamos a trabajar, pero ese espacio de tiempo no es siempre el más prologando ni necesariamente es el más importante para la dignidad humana. No está de más recordar que «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos que de los demás son fundamento del orden político de y la paz social» (art. 10.1 de la Constitución).

Etimológicamente podemos distinguir el ocio, del negocio y del trabajo. Mientras que el negocio (negotium) alude a la transacción económica y el ocio (otium) a la creación, el trabajo en su acepción etimológica viene siendo identificado con un instrumento de tortura (tripalium) (4) .

El trabajo es asociado, por Norbert Elias y Eric Dunnig (5) , con aquella actividad que la gente realiza para ganarse la vida. Otros son en cambio los rasgos que caracterizan a las actividades de ocio: a) son libremente elegidas; b) se eligen por el placer que proporcionan; c) no son retribuidas. Es decir, los citados autores conciben el ocio como una actividad finalista (no son instrumentos de otras), cuyo objetivo es esencialmente hedonista (el gozo y disfrute, la satisfacción sensorial y emocional).

Blanquer Criado asocia el ocio con la calidad de vida, reflexionando sobre las formas de ocio que se encuentran vinculadas a una buena calidad de vida  (6) . Para responder con el debido rigor a ese interrogante dicho autor precisa que no es lo mismo el tiempo libre (tiempo libre de trabajo, se entiende) que el tiempo de ocio. Una parte del tiempo libre no es de ocio al ser absorbida por las múltiples gestiones que impone la vida cotidiana (desde quedarse encamado por sufrir un resfriado o ir a la farmacia a comprar medicinas, hasta arreglar la casa y preparar la comida, pasando por otras muchas actividades como ir al banco a cobrar un cheque o a pagar un recibo, o asistir con los vecinos de la finca a la junta de propietarios...).

Como afirman Van Doren, Carlton S.; Pridley, George B.; Lewis, John E. (7) , el ocio ha llegado a convertirse en una fuerza vital en el desenvolvimiento de nuestra existencia. Constituye una oportunidad de expresión de uno mismo, de autoidentificación y de realización de la propia personalidad al margen de nuestro trabajo.

Pese a que lo habitual es identificar el ocio con no hacer nada, debe precisarse que el ocio no es solo inactividad (descanso y asueto), sino también actividad (deportiva, turística, cultural, intelectual o recreativa). En griego clásico la palabra utilizada para designar el ocio es skholé (que también significa escuela); es un término que se sitúa en el contexto de la realización de un esfuerzo; y a mayor esfuerzo mayor recompensa (como conocen bien quienes practican el turismo deportivo y el turismo cultural)  (8) . Sin embargo en la sociedad en la que vivimos el ocio suele identificarse con la ausencia de trabajo y transacciones, y no es insólito que el ocio se identifique con no hacer nada. Se ha venido perdiendo el sentido del ocio como tiempo de creación y enriquecimiento cultural y se ha asociado a la diversión o tiempo improductivo. Thorstein Veblen, en su conocido libro Teoría de la clase ociosa, reflejaba al ocioso en el año 1899 ya no como un creador sino como un vago haragán  (9) .

El ocio hoy día se considera un elemento socialmente generalizado y democrático al alcance de la mayoría de los ciudadanos en las sociedades desarrolladas. Como reflexionaba Keynes (10) , «si se resuelve el problema económico (la lucha por la subsistencia), la humanidad se verá privada de sus objetivos tradicionales. Así, y por vez primera desde su creación, el hombre se enfrentará a su problema más real y permanente: cómo utilizar su nueva independencia respecto a las preocupaciones económicas... no hay país, ni pueblo, que pueda mirar sin temor a la edad del ocio y la abundancia».

Realizadas las anteriores consideraciones, interesa ahora manifestar y poner de relieve las importantes repercusiones en los distintos sectores jurídico-normativos que pueden generar las actividades de ocio en general, y los espectáculos públicos y actividades recreativas en particular y establecimientos donde tienen lugar, sin perjuicio de otras actividades de ocio en espacios abiertos y del medio rural y, sobre todo, desde el plano de la intervención administrativa en orden a garantizar una adecuada utilización del ocio como manifestación de la calidad de vida  (11) . Siguiendo la construcción que ha realizado Blanquer Criado (12) , la espina dorsal de esta reflexión es la calidad de vida, que es el fin que debe buscarse por los poderes públicos que tienen la responsabilidad de remover los obstáculos que impidan o dificulten el libre desarrollo de la personalidad o atenten contra la dignidad humana. El Tribunal Constitucional considera que la calidad de vida se sustenta sobre la cultura y la economía, y está ligada a la utilización racional de los recursos naturales. Según declara la STC 102/1995, de 26 de junio [LA LEY 13115/1995] (FJ 4.°):

«Para ello hemos de remontarnos a la calidad de vida como aspiración situada en primer plano por el Preámbulo de la Constitución, que en principio parece sustentarse sobre la cultura y la economía, aun cuando en el texto articulado se ligue por delante a la utilización racional de los recursos naturales y por detrás al medio ambiente, con el trasfondo de la solidaridad colectiva. En suma, se configura un derecho de todos a disfrutarlo y un deber de conservación que pesa sobre todos, más un mandamiento a los poderes públicos para la protección (art. 45 CE). En seguida, la conexión indicada se hace explícita cuando se encomienda a los Poderes públicos la función de impulsar y desarrollar, se dice, la actividad económica y mejorar así el nivel de vida, ingrediente de calidad que no sinónimo, con una referencia directa a ciertos recursos (la agricultura, la ganadería, la pesca) y a algunos espacios naturales (zonas de montaña) (art. 103 CE), lo que nos ha llevado a resaltar la necesidad de compatibilizar y armonizar ambos el desarrollo con el medio ambiente [STC 64/1982, LA LEY 7305-jf/0000]. Se trata en definitiva del "desarrollo sostenible", equilibrado y racional, que no olvida a las generaciones futuras, alumbrado el año 1987 en el llamado Informe Brundtland, con el título "Nuevo futuro común", encargado por la Asamblea General de las Naciones Unidas.»


El art. 10.3.7.° de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de Reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, define como un objetivo básico de la Comunidad Autónoma:

«La mejora de la calidad de vida de los andaluces y andaluzas, mediante la protección de la naturaleza y del medio ambiente, la adecuada gestión del agua y la solidaridad interterritorial en su uso y distribución, junto con el desarrollo de los equipamientos.»


Abraham Maslow ha sugerido la idea de que las motivaciones humanas aparecen dispuestas formando una pirámide que va desde las necesidades «fisiológicas», situadas en su base, pasando por la «seguridad», el «sentido de pertenencia y amor» (o necesidades sociales) y la «estimación» (incluidos el respeto de uno mismo y la sensación del propio éxito), hasta llegar a la «realización de uno mismo», situada en el vértice de la pirámide, que se alcanza cuando el individuo ha llegado a ser todo lo que es capaz de ser. Y lo cierto es que cada vez más, en tanto se cubren las necesidades más vitales de la existencia, cada individuo persigue a lo largo de su ciclo vital una escalada constante a través de dicha pirámide de autorrealización.

Sucede que para alcanzar hoy en día la felicidad de la ciudadanía ya no basta con el bienestar material, sino que también importa cuidar la satisfacción de las necesidades emocionales y culturales de las personas. Por eso los poderes públicos deben promover el enriquecimiento del patrimonio histórico, del medio ambiente físico y la adecuada utilización del ocio. La salud física y mental se refuerza con la educación física y la práctica del deporte. La recreación se concibe como un elemento esencial de apertura de un camino hacia una vida creativa. Una mala adaptación o desenfoque en lo que concierna a la adecuada utilización del ocio puede dar origen a manifestaciones de diversos tipos de perturbaciones sociopsicológicas  (13) .

La utilización racional de los recursos naturales puede ser perturbada por muy diversos agentes patógenos; en la sociedad postindustrial del ocio ya no se trata solo de los tradicionales problemas causados por la pérdida de la pureza o del agua; hoy en día resulta preciso analizar debidamente los impactos y repercusiones que la gestión y el desarrollo de actividades de ocio pueden generar en el medio urbano y rural, y a ello vamos a dedicar este estudio.

II.  PROBLEMAS AMBIENTALES A EVITAR GENERADOS POR EL OCIO NO SOSTENIBLE

Un impacto se puede definir como la diferencia entre el estado ambiental inicial y el estado ambiental posterior a la realización de alguna actividad humana. Esta definición, como puede observarse, incorpora la mano del hombre como elemento causal del impacto y su acción de modificación de la situación inicial de una zona concreta.

El rápido crecimiento de la demanda de recreación ha llevado a la saturación y al abuso de las instalaciones, espacios y recursos de esparcimiento, con el consiguiente perjuicio de la calidad de los lugares y ambientes de recreo y nuestras mismas experiencias de recreación.

Los ámbitos de impacto de un ocio no controlado y por tal razón, no sostenible, en sus distintas vertientes (de diversión, turístico, cultural, deportivo...) se pueden clasificar respecto a los medios a los que afecta de la siguiente manera:


	
-Medio atmosférico. La proliferación de establecimientos, centros y actividades de ocio puede provocar un aumento de emisión de contaminantes. Ello se traduce en una degradación de la calidad del aire en la zona afectada, además de malos olores y ruido ambiental. 

	
-Medio acuático. El impacto que ocasionan determinados establecimientos y actividades de ocio, siendo su principal exponente la sinergia sol y playa  (14) , así como la proliferación de la construcción en el litoral, puede originar -y de hecho, ya es constatable- una degradación en las playas y aguas litorales y en los espacios singulares, con aumento de la escorrentía superficial, la modificación de la infiltración y la alteración del proceso de carga por acuíferos  (15) . El turismo genérico de sol y playa  (16) , al estar ligado al territorio costero, representa un espacio especialmente frágil por constituir un ecosistema de contacto entre el mar y la tierra. Este turismo ha sido el gran motor del turismo de masas en Andalucía y el impulsor de los demás turismos  (17) . 

	
-Medio terrestre. Las actividades de ocio y los establecimientos y construcciones a él asociados y vinculados pueden originar igualmente impactos en el medio terrestre, dejándose notar tanto en el medio urbano como en el rural. Pueden originar modificaciones de puntos de interés geológico, con alteraciones topográficas del terreno, alteraciones del paisaje y pérdida de suelo natural. 

	
-Medio biótico. En el medio rural, la flora y la fauna suelen sufrir extraordinariamente los impactos del turismo y ocio rural no sostenible  (18) . 

	
-Medio antrópico. El impacto del ocio y turismo no controlado sobre la comunidad que vive en las zonas afectadas se deja notar sobre todo en la alteración de las culturas locales y en la degradación del patrimonio cultural. Generalmente se produce una alteración sobre la estructura poblacional, con efectos muy perceptibles sobre los sectores a los que se dedica la población activa de la zona (proliferación de establecimientos recreativos, culturales y de ocio, fenómeno de ciudad 24 horas, etc.). En el medio rural puede generar una confrontación con la pervivencia de terrenos con uso agropecuario (proliferación de actuaciones específicas de interés público en el medio rural: esto es, campos de golf, museos de la naturaleza, alojamientos turísticos rurales, centros de eventos culturales...). Otros problemas antrópicos apuntados pueden ser la vanalización de la artesanía y productos tradicionales de la zona, siendo un problema muy acuciante, sobre todo en el medio urbano, la degradación de los niveles de vida de los habitantes de la zona por la aparición de ruidos, contaminación atmosférica y visual, además de por un aumento de la inseguridad ciudadana. 



Estos y otros problemas e impactos generados por un ocio descontrolado en sus diversas facetas son los que deben ser objeto de reflexión y de intervención por parte de los poderes públicos en orden a una adecuada utilización de los recursos naturales y garantizar la calidad de vida, como principios constitucionales básicos para la convivencia ciudadana y el respeto al medio ambiente.

III.  LAS ACTIVIDADES DE OCIO EN EL MEDIO URBANO

«Tenemos un Código Civil rural para una sociedad de ocio y de inmisiones»

Joaquín José Herrera del ReyVicepresidente de Juristas contra el ruido (19) 

1.  Actividades de ocio en espacios cerrados (formales)

1.1.  El local de ocio como elemento individualizado de ruido

Los locales de copas y bares con música disponen de aparatos musicales para el entretenimiento de los clientes. Al ser una fuente obvia de ruidos, es uno de los factores que se analizan a la hora de realizar la valoración de la prevención y control ambiental del establecimiento previo a su funcionamiento, articulado a través de los diversos instrumentos de prevención ambiental previstos en la normativa estatal básica y autonómica ambiental. La referida prevención o valoración ambiental  (20)  se realiza tomando como premisa el aislamiento acústico de la estructura del local (paredes, cerramientos, techos, etc.) y el nivel acústico emitido por el equipo de música a utilizar. De modo que, una vez determinado el aislamiento acústico de la estructura del local, se limita electrónica o mecánicamente la salida del amplificador de forma que nunca se supere, en el interior de la vivienda más afectada, la cifra establecida en la norma aplicable.

Además de la música, en el interior de los locales de ocio asociados al consumo de bebidas alcohólicas, la suma de las distintas conversaciones de los clientes supondrá un ruido añadido al de la música y, como para poder entender se habrá que hablar lo suficientemente fuerte como para que la música y las demás conversaciones no impidan esa comunicación, pues el volumen interior del local seguirá in crescendo (21) .

A los anteriores focos de ruido -música y conversaciones- hay que añadir también los producidos por elementos existentes en el local como máquinas recreativas, cámaras, climatización y ruidos de impacto producido por cierres, puertas, vasos, golpes, etc. De todo esto se deduce que no por el hecho de tener el volumen de la música limitado a, por ejemplo, 85 dBA, se evitan las molestias que genera el local, ya que los clientes, realizando una actividad normal generarán al menos 90-100 dBA, con lo que la sensación de molestias para el vecino se multiplica por dos. Por ello, lo lógico y natural es que el aislamiento acústico del local fuera calculado, no solo con relación al volumen de la música sino con el máximo que se vaya a producir dentro del local y, especialmente, con referencia a los ruidos de impacto y a los gritos y voceríos. Precisamente son estos ruidos de impacto y voces de los clientes los que generan la mayoría de las denuncias.

Otro problema añadido puede venir del incumplimiento de las normativas sobre cierre de establecimientos, lo que igualmente viene originando multitud de denuncias, con sus correspondientes expedientes sancionadores para los locales y establecimientos incumplidores.

1.2.  Concentración del ocio nocturno

Pinedo Hay (22)  ha puesto de relieve que la concentración de locales de ocio nocturno es una de las causa principales de deterioro manifiesto de la calidad de vida de los ciudadanos que habitan en las grandes ciudades (principalmente en los centros urbanos y las conocidas como «zonas de movida»). Éstos ven con impotencia cómo un fin de semana detrás de otro su derecho al descanso y a la intimidad de su domicilio se ven perturbados por todo tipo de ruidos procedentes de locales, vehículos que acuden a éstos, gente en la calle, etc. Además de estas molestias, los vecinos tienen que soportar otras no menos agresivas como son los residuos que se acumulan en aceras y portales, que hace que la recogida sea lenta y ruidosa, la imposibilidad de encontrar lugar para aparcar sus propios vehículos e incluso la imposibilidad de ser evacuados en caso de enfermedad, incendio o accidente, debido a la dificultad de que vehículos de urgencia accedan al lugar del siniestro.

Reflexiona el autor citado que la concentración de locales de ocio nocturno en estas grandes ciudades es un hecho habitual en los tiempos que corren. Durante décadas se ha procurado, por los profesionales del sector, instalar los locales donde ya existieran otros funcionando, de forma que se constituyeran zonas con abundantes locales, lo que suponía un buen reclamo para atraer clientela. Los ayuntamientos, a su vez, parecían tácitamente de acuerdo con esto y, por tanto, otorgaban las licencias que les fueran solicitadas sin pararse a pensar en el alcance que esta política iba a tener en años venideros y sus consecuencias, que no son otras que tener que disponer de grandes medios humanos, técnicos y económicos para invertir la tendencia e intentar hacer el camino inverso, en muchos casos obligados por los tribunales de justicia.

Para justificar sus errores, se ha dicho que los ayuntamientos no tenían otra opción que otorgar las licencias solicitadas por ser éstas de carácter reglado. Pero esto no era así. Durante años el RAM ha sido la herramienta jurídica para otorgar las licencias, corregir, controlar, vigilar y sancionar las actividades de ocio. Dicha norma establecía las reglas necesarias para conseguir una convivencia pacífica entre vecinos y locales de ocio. Actualmente dicho Reglamento ha sido derogado de manera singular por la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, por cuanto mantiene su vigencia en las comunidades autónomas que no tengan dictada normativa específica sobre la materia. El art. 5 establecía, entre las circunstancias a tener en cuenta a la hora de conceder una licencia, la distancia a los edificios habitados de modo que no exista merma de la comodidad, salubridad y seguridad de los vecinos. El art. 15 vuelve a poner énfasis en las distancias entre las distintas actividades. Por último, el art. 30.c) se refiere a que, en la tramitación municipal, se habrá que tener en consideración a la hora de otorgar una licencia que el emplazamiento propuesto y demás circunstancias están de acuerdo con las ordenanzas municipales y con lo dispuesto en el Reglamento, así como si en una misma zona o en sus proximidades existen ya otras actividades análogas que puedan producir efectos aditivos.

Hoy día la situación a que ha derivado esta política urbana de concentración de locales de ocio se ha endurecido y, para mayor gravamen, se viene sucediendo en barrios de los centros urbanos, algunos de ellos con declaración de conjunto histórico, ocasionando un problema añadido de degradación del patrimonio histórico, además del perjuicio ocasionado normalmente de la estrechez de sus calles.

Cafés, bares -con música o sin música-, pubs, discotecas, afters inundan nuestras ciudades, hasta el punto de suponer un rasgo de identidad cultural. No obstante, debemos decir que el ruido del ocio no es patrimonio exclusivo nacional. Señala Phil Hadfield (23) , como parte de los intentos para solucionar los problemas relacionados con la economía de la noche, que muchos Gobiernos municipales en Gran Bretaña han tenido la ambición política de crear una «ciudad 24 horas», rejuvenecida, poblada de vecinos, trabajadores y visitantes durante todo el día. Nos encontramos ante el negocio del ocio.

Para poner fin a esta situación, desde hace pocos años los poderes públicos están tomando cartas en el asunto en orden a invertir la tendencia y a frenar -o cuando menos, amortiguar- esta situación tan degradada. Un primer paso lo han dado los Gobiernos locales a través de las ordenanzas municipales e incluso a través del planeamiento urbanístico. Entre las fórmulas que se han ido ensayando, son destacables el establecimiento de distancias mínimas, las limitaciones de horarios de la actividad, prohibición o limitación del número de licencias a conceder en una determinada zona, y en los municipios más pioneros se llegó a diseñar la figura de la zona acústicamente saturada. El legislador estatal, tomando el testigo de esta problemática, y tras varias normas fragmentarias donde se intentó abordar la problemática del ruido, ha dictado la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, siendo completada en la CA de Andalucía por el Decreto 326/2003, de 25 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica, y más recientemente, por la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, que trata la contaminación acústica en la Sección 4.ª del Capítulo II «Calidad del medio ambiente atmosférico», dentro del Título IV, «Calidad ambiental», arts. 67 a 77. Dicha regulación ofrece un tratamiento más amplio que la normativa contenida en la Ley 7/1994, de Protección Ambiental de Andalucía, que dedicaba a la cuestión de manera expresa únicamente tres preceptos (arts. 38, 39 y 40). Con arreglo a dicha normativa, la solución a esta problemática viene de la mano de la configuración de mapas de ruido -diagnóstico del problema- y los consiguientes planes de acción e intervención en autorizaciones y licencias y certificaciones de cumplimiento -su terapia-.

2.  Actividades de ocio en espacios abiertos

2.1.  La gente joven y los cambios en el mercado del ocio

Estas características distintivas de la juventud contemporánea afectan de forma directa a sus actividades de ocio, así como a los contenidos de éstas y a su manifestación en el tiempo y en el espacio.

De hecho, el mundo del ocio se ha visto fuertemente afectado por los cambios en los estilos de vida y los valores de los jóvenes, además de por los cambios en la vida urbana, en el mercado del tiempo libre y en el estado laboral de la gente joven.

Se considera que el cambio más importante en el mundo del ocio es el movimiento de dentro hacia fuera. La discoteca, lugar tradicional de las actividades de ocio de los jóvenes, empieza a perder importancia a partir de los noventa como único lugar para el ocio y las actividades para jóvenes. En realidad, podríamos decir que ya no es el único espacio donde los jóvenes pueden realizar rituales colectivos. La difusión de las raves y de diferentes espacios para la reunión de los jóvenes han favorecido la aparición de un nuevo modelo de ocio que se basa principalmente en la fragmentación en el espacio y en la extensión del tiempo y que, por lo menos parcialmente, se abre a un público diferente. Los pubs, los bares, los restaurantes, otros «no lugares» (como edificios industriales abandonados o espacios abiertos en el campo) y, por último, los espacios públicos en las ciudades están convirtiéndose cada vez más en lugares nuevos para las actividades de ocio de la juventud. Se trata, en definitiva de un ocio en espacios libres o recreación al aire libre (outdoor recreation)  (24) .

Sobre todo los centros de las ciudades y los espacios públicos (especialmente en ciudades universitarias) se han venido convirtiendo en lugares de concentración donde los jóvenes pasan su tiempo libre, especialmente por la noche. Afirma Rosella Selmini (25)  que los espacios públicos abiertos ofrecen una nueva oportunidad de estar juntos a una parte de la gente joven, aquella que no se puede permitir ir a discotecas, más caras, o que no tiene facilidades para desplazarse fuera de la ciudad.

David E. Gray y Seymour Greben (26)  nos recuerdan que el espacio abierto es espacio social. En los grandes parques urbanos del país se abre a diario una gran casa sin anfitrión en la que se reúnen las gentes del respectivo vecindario, en un acto social para el que no se necesita invitación. Es esencial la tarea de proporcionar los espacios públicos y lugares comunitarios en que los habitantes de la ciudad puedan entrar en interacción.

En Gran Bretaña, la gente joven atraviesa los espacios públicos, pero difícilmente se queda en ellos. Esto se debe, en parte, a las diferencias climáticas y estacionales, aunque hay excepciones notables en las noches cálidas del verano  (27) .

2.2.  El consumo de bebidas en la vía pública como contaminación múltiple

Resulta obligado abordar en este punto la persistencia de la que podríamos llamar contaminación múltiple que tiene lugar con demasiada frecuencia cuando se utiliza de forma masiva la vía pública como lugar de esparcimiento juvenil en los conocidos habitualmente con término tan expresivo como el de macrobotellones. Hablamos de contaminación múltiple porque, en mayor o menor medida, engloba todas las formas conocidas de contaminación al generar grandes cantidades de residuos, ruidos insoportables para la ciudadanía y hasta formas de contaminación visual. Este fenómeno adquiere dimensiones muy preocupantes y buena prueba de ello es la importancia que paulatinamente adquiere en los medios de comunicación local de muchas capitales a lo largo de la geografía española. Ha dejado de ser, en definitiva, un problema menor porque lamentablemente empieza a incidir de forma apreciable en algunas formas de criminalidad: el consumo masivo de hachís o alcohol y otras sustancias, muchas veces entre menores que requieren tratamiento médico inmediato, los daños a empresarios de hostelería con rotura de cristales y situaciones no deseadas de cierre para preservar la integridad de sus negocios, los frecuentes altercados con agentes policiales y vigilantes de seguridad privada, las agresiones motivadas por la ingesta excesiva de alcohol, los daños en lugares históricos de extraordinario valor hasta el punto de merecer en ocasiones la consideración de Patrimonio Mundial y los numerosos delitos de conducción alcohólica con toda clase de resultados lesivos, constituyen todo un elenco que debe promover un profundo debate social y la búsqueda de soluciones razonables que impidan el crecimiento de un fenómeno extraordinariamente pernicioso.

La necesidad de tipificación de estas infracciones como verdaderas infracciones medioambientales que permitan la actuación de las autoridades administrativas se ha convertido en una evidente necesidad para que se corrija una tendencia, que no debiera dar lugar a la actuación directa del Derecho penal, verdadera ultima ratio en la solución de conflictos sociales.

Ciertamente, es precisa una legislación de corte medioambiental que obligue al ejercicio de una tutela adecuada por parte de la Administración pública, primordialmente la Administración local, para que se eviten situaciones tan conflictivas como las que comienzan a convertirse en una práctica habitual y causan un profundo trastorno a la ciudadanía.

Es preciso recordar en este punto que el tratamiento penal de las tantas veces debatida contaminación acústica, habida cuenta de las últimas resoluciones dictadas por tribunales europeos, debe comenzar a cambiar y enfocarse con una exigencia de responsabilidad más que al infractor propiamente dicho a la autoridad administrativa que consiente con su conducta omisiva la persistencia de esa infracción.

2.3.  Legislación andaluza sobre limitación o restricción de actividades de ocio en espacios abiertos

Someramente hemos aludido a este problema de la utilización masiva de la vía pública para labores de esparcimiento juvenil que produce numerosos vertidos, contaminación acústica, contaminación visual en toda clase de lugares históricos o daños a elementos de ornato público a veces de un indudable valor, provocando todo ello una situación -en definitiva- que hemos llamado contaminación múltiple y que comienza a adquirir dimensiones muy preocupantes en nuestra provincia.

Solo queremos reiterar en este punto la necesidad, al margen de actuaciones de concienciación social entre los jóvenes, de dictar normas que configuren estas actividades como verdaderas infracciones medioambientales que permitan la actuación administrativa para la defensa de los intereses generales de la ciudadanía y otorguen un marco normativo suficiente a serie de conductas que empiezan a generar situaciones especialmente conflictivas.

Sobre esta cuestión la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental (LGICA) ha introducido un precepto que casa con la normativa reciente que ha dictado el Parlamento andaluz referente al control de actividades de ocio en los espacios abiertos. Así, el art. 77 de la referida Ley, con el nomen iuris de «Limitación o restricción a las actividades de ocio en la vía pública», dispone:

«Los municipios podrán establecer restricciones al uso de las vías y zonas públicas cuando éste genere niveles de ruido que afecten o impidan el descanso de la ciudadanía, teniendo en cuenta los usos y costumbres locales.»


Igualmente el art. 69.2 de dicha Ley determina que corresponde a la Administración local:

«a) La aprobación de ordenanzas municipales de protección del medio ambiente contra ruidos y vibraciones en las que se podrán tipificar infracciones de acuerdo con lo establecido en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con:

1.° El ruido procedente de usuarios de la vía pública en determinadas circunstancias...»


Con anterioridad a la LGICA, en la Comunidad Autónoma se dictó la Ley 7/2006, de 24 de octubre, sobre potestades administrativas en materia de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía  (28) .

Dicha Ley tiene por objeto, según reza el art. 1 de la misma, «la ordenación de potestades administrativas relacionadas con el desarrollo de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía, al objeto de garantizar el normal desenvolvimiento de la convivencia ciudadana y corregir actividades incívicas incompatibles con la normal utilización de los espacios abiertos de los núcleos urbanos».

La propia Ley define espacio abierto como toda vía pública, zona o área al aire libre del correspondiente término municipal de dominio público o patrimonial de las Administraciones públicas.

Quedan, por tanto, al margen de la Ley:


	
- Las actividades domésticas o los comportamientos de los vecinos en sus domicilios (también excluida del ámbito de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido -art. 2-). Con anterioridad, la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del Derecho de Reunión, excluyó de su ámbito de aplicación las reuniones que celebren las personas físicas en sus domicilios. 

	
- Recintos cerrados. 

	
- Espacios abiertos fuera de los núcleos urbanos. 

	
- Cualquier tipo de espacio o recinto que no sea de propiedad pública, lo que deberá reconducirse por la vía civil. 

	
- La permanencia durante el horario establecido normativamente de personas en espacios abiertos del núcleo urbano destinados a terrazas y veladores de establecimientos públicos sometidos a la normativa aplicable en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas. 



Las características esenciales de la Ley 7/2006, sobre potestades administrativas en materia de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía, serían las siguientes:

1.- Es una Ley puntual o «de aspecto único» (Exposición de Motivos de la Ley: La materia que pretende ordenar no es la de este fenómeno en su extensión global o integral. Esta norma se circunscribe a regular un solo aspecto...).

Se desmarca, por tanto, Andalucía de otras Comunidades como Illes Balears, que ha dictado la reciente Ley 10/2006, de 26 de julio, integral de la juventud, o la Ley 2/2003, de 13 de marzo, de la convivencia y del ocio de Extremadura, desarrollada por el Decreto 135/2005, de 7 de junio.

2.- Pese a su carácter puntual, el grado de precisión en cuanto a la tipificación de conductas prohibidas, y la graduación de infracciones y sanciones, da la apariencia de una Ley-Ordenanza, dejando escaso margen de maniobrabilidad a la potestad de normación local. Como señala Bullejos Calvo, C. en el estudio sobre La Ley 7/2006, de 24 de octubre..., op. cit., en la misma se observa un cercenamiento de la potestad normativa local: Si se observa con mayor detenimiento la Ley andaluza se comporta como una Ordenanza municipal. La Ley de la Comunidad Autónoma se comporta, decimos, como una Ordenanza local impuesta «desde arriba». Hay que tener en cuenta que las entidades locales desde 2003 se encontraban habilitadas para ordenar las relaciones de convivencia de interés local, haciendo uso necesariamente de las Ordenanzas municipales, ya que el punto de partida en esta materia de la Ley estatal era también la autonomía local, pero interpretada de una manera radicalmente distinta.

Autonomía local, en sentido etimológico, conlleva la autonormación. Como ha expresado Valentín Merino Estrada, el art. 139 de la Ley 7/1985 opera como cláusula habilitante para que las entidades locales puedan establecer tipos de infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o limitaciones «contenidas en las correspondientes Ordenanzas». Como norma habilitante, se dirige a las entidades locales y no tiene aplicación directa. No resulta posible la aplicación de sanciones en base a lo dispuesto en los arts. 140 y 141. Es pues imprescindible el ejercicio efectivo de la potestad normativa, en las ordenanzas municipales, para ejercitar la potestad sancionadora.

Sin embargo, siendo el mismo el punto de partida -la autonomía local o municipal- se llega a resultados bien diversos. La Ley andaluza contiene una «reglamentación», y una tipificación de infracciones y sanciones e incluso de procedimiento sancionador, que otorgan a la misma el valor de ser norma directamente aplicable, pero que minusvalora la intervención normativa del municipio. Al contrario de las numerosas referencias que efectuaba la Ley 57/2003, que añadió el Título XI a la LRBRL, la Ley 7/2006 andaluza sobre potestades administrativas en actividades de ocio solo contiene referencias a la potestad normativa local en su cuerpo normativo en los arts. 5.2 y 8.7, alojando en su disposición final segunda el desarrollo reglamentario:

«Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía y a los ayuntamientos (cómo no, en minúscula) para dictar, dentro de sus respectivos ámbitos territoriales y en el ámbito de sus competencias específicas, las disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.»


Sorprende en cierta medida, la Ley, no solo por cuanto suponga ir a la vanguardia en la intervención administrativa en ciertas actividades de ocio en vías y espacios públicos -abiertos-, sino también por cuanto supone un retroceso en las últimas tendencias jurisprudenciales, las tímidas reformas legales y con más fuerza, las que se presentan en el horizonte temporal inmediato, que apuntan hacia una reordenación del sistema de las fuentes autónomas del Derecho local.

Algunos autores destacados, como Alfredo Galán Galán, plantean una «reordenación global del sistema de fuentes», inspirada en criterios de simplificación, clarificación y ordenación del principio de diversidad. El autor citado propugna una «reserva material de ordenanza».

Siguiendo a los autores citados, en cuanto a las Ordenanzas, es necesario acotar el campo de intervención del propio legislador en materias cuyo desarrollo en profundidad debe «reservarse» a la potestad normativa local. Al no existir reserva formal, los límites de la potestad normativa a favor de las ordenanzas son siempre difusos. El peligro está en el afán de legislar que tienen las comunidades autónomas y de hacerlo pormenorizadamente. El Congreso de los Poderes Locales y Regionales de Europa, en su recomendación 121/14 de noviembre de 2002 ya decía que «la legislación nacional y de las comunidades autónomas en España contiene un gran número de disposiciones de detalle, que cercenan la potestad reglamentaria de las Entidades Locales». La legislación básica debe ofrecer fórmulas concretas que delimiten los campos y niveles de intervención del legislador, sobre todo autonómico. Porque las defensas reactivas son siempre problemáticas y limitadas.

En este sentido, parecía acertado el criterio del Anteproyecto de la futura Ley de Gobierno y Administración Local de 2005: «al objeto de garantizar la elaboración y ejecución de políticas propias, corresponde a los municipios, en el marco que como mínimo común fijen las normas con rango de ley del Estado y de las comunidades autónomas, la potestad normativa en las siguientes materias...». El legislador deberá limitarse a establecer el «marco común», dejando amplio margen a la «potestad de ordenanza».

En esta materia resulta importante citar que el art. 6 de la Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, dispone que «Corresponde a los ayuntamientos aprobar ordenanzas en relación con las materias objeto de esta ley. Asimismo, los ayuntamientos deberán adaptar las ordenanzas existentes y el planeamiento urbanístico a las disposiciones de esta ley y de sus normas de desarrollo».

No obstante lo cual, el legislador andaluz ha preferido regular directamente el problema de convivencia urbana ordenando a los ayuntamientos que implementen la «Ordenanza» que ha dictado para todo el término autonómico. Una ganancia tendrán los Gobiernos locales más perezosos, y es que, como hemos manifestado, el resultado de la concreción de la Ley ha tenido como fruto una norma directamente aplicable, por lo menos en cuanto a su régimen sancionador.

3.- Es una disposición eminentemente sancionadora, de ahí su nombre (Ley sobre potestades administrativas...), no preventiva o socializadora.

4.- Se encuentra a la vanguardia en el Derecho comparado autonómico en cuanto a la intervención administrativa en las actividades de ocio, contemplando medidas inéditas en las leyes de otras autonomías, que se limitan a sancionar el consumo de bebidas alcohólicas.

5.- El Derecho sancionador que contempla es directamente aplicable, salvo algunas otras conductas o actuaciones, que deberán especificarse en las ordenanzas municipales.

6.- Deja como únicos protagonistas en el control, inspección y sanción de las conductas que prohíbe, a los municipios, sin hacer mención alguna al resto de entidades locales, ni asumir competencias (responsabilidades) de índole preventiva, socializadora a la Administración autonómica, previendo únicamente una colaboración difusa en la implantación de las infraestructuras para el desarrollo autorizado de actividades de ocio.

7.- En cuanto al régimen sancionador, prevé algunos aspectos que resultan discutibles en su confrontación con el régimen jurídico de la potestad sancionadora previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (por ejemplo, el régimen para la adopción de medidas provisionales, contemplado en el art. 13 de la Ley 7/2006, en su confrontación con la normativa general recogida en los arts. 72 y 136 de la LRJPA).

8.- En definitiva, ante la polémica y debate suscitado en la ciudadanía, ha prevalecido en la voluntad del legislador la protección de diversos bienes jurídicos esenciales de la ciudadanía, como son la tranquilidad y la seguridad ciudadana, y la salud.

3.  Actividades de ocio organizadas por el sector público: verbenas, fiestas populares, ferias

3.1.  La Administración como titular o responsable de actividades ruidosas

Esta cuestión no ha sido muy tratada por la doctrina y la jurisprudencia, si bien un Estado de Derecho no puede dejar de lado el obligado cumplimiento de la ley por parte de los poderes públicos. Debe establecerse una regla básica e indiscutible y es que la Administración que sea titular de actividades ruidosas está tan vinculada como cualquier otra persona a la normativa de control del ruido excesivo. A esta afirmación ha llegado el defensor del pueblo en su informe sobre contaminación acústica de 2005  (29) , dedicando un apartado especial a la cuestión, que además presenta antes que el general.

Las razones en que se basa el defensor del pueblo para determinar un apartado especial al ruido del que es titular o productor las Administraciones, son las siguientes:


	
1.- La Administración se ha resistido, y sigue de hecho resistiéndose en algunos casos importantes, a asumir su vinculación al principio expuesto. 

	
2.- Hay que reconocer que la falta de tradición práctica es notable, y aunque la regla jurídica mencionada es ya antigua, apenas sí ha sido puesta en práctica, por diversos motivos, incluso políticos. 

	
3.- El Derecho aplicable está poblado de excepciones a favor de la Administración titular de actividades contaminantes, no todas razonables o mejor dicho no aplicadas razonablemente, aunque por otra parte no encontramos las «exenciones» de las que algunas administraciones pretenden disfrutar. 



Los poderes públicos están sujetos a la ley por definición. El Estado de Derecho es justamente la expresión actual de la organización jurídico-política del poder público, es decir es un poder jurídico, y solo si es jurídico es poder legítimo.

El defensor del pueblo en su informe a continuación realiza un estudio de las principales actividades ruidosas de las que son titulares o productoras las Administraciones públicas, encontrándose relacionadas principalmente con la construcción y mantenimiento de grandes infraestructuras.

En lo que respecta a los ruidos y vibraciones ocasionados por los entes locales, son de destacar los que se imputan a los entes municipales, al ostentar las competencias en materia de servicios relacionados con los servicios viarios (pavimentación, suministros diversos, control urbanístico y realización de obras de urbanización y vialidad diversas, limpieza viaria, recogida de residuos...).

A ello debe añadirse la generación o permisión de actividades ruidosas derivada de la autorización de fiestas populares, ya sean organizadas por el propio ayuntamiento, o ya sean organizadas por asociaciones vecinales y diversos colectivos.

Ante toda esta problemática, los poderes públicos deben reaccionar y mirarse al espejo de la realidad, que patentiza que ellos mismos son generadores de actividades ruidosas y que por ello deben adoptar todas las medidas oportunas para paliar los efectos y molestias derivados del andamiaje de la ejecución de sus infraestructuras y puesta en escena de sus servicios.

3.2.  Defectos en la concepción de las potestades e intereses públicos. Existencia de ruidos «protegidos»

Hay ruidos que pueden calificarse de «protegidos»: nos referimos a los que son generados en ejercicio de los derechos de manifestación y reunión; o a los avisos acústicos (sirenas de ambulancias, policía y bomberos). Podríamos incluir, aunque hoy día su función haya disminuido notoriamente, el ruido de las campanas de las iglesias y otros dispositivos con función precisamente acústica.

Esta cuestión también ha sido puesta de manifiesto por las diferentes instituciones de las Defensorías del pueblo, debiéndose precisar que más allá de la protección que le dispense incluso el propio ordenamiento jurídico, el límite es siempre la soportabilidad, frente a la suficiencia de la señal sónica, cuya necesidad generalmente no queda en absoluto discutida  (30) .

Un ruido que hoy día viene siendo tolerado por los poderes públicos es el producido en las terrazas y veladores de los bares. En alguna comunidad autónoma el exceso de ruido en terrazas y veladores se contempla como motivo de suspensión temporal de la autorización -art. 40.2 de la Ley Valenciana 7/2002, de 3 de diciembre-, aunque simbolizan la excepción.

Existen sentencias que no comparten el criterio anterior y, haciendo gala de una escasa sensibilidad ambiental, fallan en sentido contrario. Como ejemplo de esto reflejamos la STS de 25 de mayo de 1995 [LA LEY 7764/1995], en cuyo Fundamento de Derecho Tercero dice que la actuación del ayuntamiento, instalando un verbena municipal y autorizando el funcionamiento de las llamadas «txoznas» en el parque F. de Vitoria con motivo de las fiestas patronales de la Virgen Blanca, está prestando un servicio público para el cual está habilitado por el art. 25 de la Ley 7/1985, de Bases de Régimen Local y, al organizar espectáculos públicos durante dichas fiestas patronales, no se derivan del desarrollo de dichos festejos vinculaciones singulares, sino con carácter de generalidad para todos los vecinos, facilitando la distracción en épocas festivas a los ciudadanos y aun cuando pudiera entenderse que el ejercicio de la potestad de organizar festejos populares durante las fiestas patronales por parte del ayuntamiento entraña un sacrificio excesivo y, como tal, desigual, en cuanto puede existir una mayor intensidad para el negocio hotelero que el que existe para el resto de los intereses generales, no puede olvidarse también que la proximidad donde se desarrollan las actividades lúdicas puede situarle en posición ventajosa en orden a la utilización de otros servicios, como bar o restaurante, que en él se prestan.

Es conocida la polémica que se ha suscitado en torno a los carnavales Tenerife. En relación a dicho asunto, la Ley 4/2007, de 15 de febrero, de la CA Canaria, para la modificación parcial de la Ley 1/1998, de 8 de enero, de Régimen Jurídico de los Espectáculos Públicos y Actividades Clasificadas, sobre régimen especial para las actividades y espectáculos que se desarrollen en determinados festejos populares, añade una Disposición Adicional Sexta a la Ley 1/1998, dando carta de naturaleza a la exclusión de los festejos populares de la aplicación de la normativa estatal sobre ruido  (31) .

IV.  LAS ACTIVIDADES DE OCIO EN ÁREAS NO URBANAS

1.  Planteamiento

La forma de vida sobre la que se desarrolla el medio urbano está comportando un alto grado de sedentarismo, incrementado por el estrés y la presión sobre el individuo que se encuentra cada vez más alejado de la naturaleza.

Este alejamiento inicial está comportando un creciente retorno al medio natural efectuando diversas actividades que se desarrollan en el mismo. Así la demanda social en relación a las actividades recreativas, lúdicas, deportivas y de ocio en general, tiene hoy un fuerte crecimiento.

Esta afluencia creciente de actividades recreativas y de ocio en el medio rural puede comportar unos beneficios en el territorio, especialmente por la construcción de infraestructuras y el uso de servicios, que repercuten en la economía de los municipios y en los diversos espacios naturales donde tienen lugar. Por el contrario, la falta de previsión inicial de la demanda por parte de los diversos poderes públicos comporta un conjunto de problemáticas, siendo destacada la presión a que se encuentran sometidos los delicados ecosistemas donde se desarrollan estas actividades, que actúa como principal atractivo de las mismas, sin olvidar la necesidad de planificar y garantizar la seguridad de las personas que las practican y del entorno donde se realizan.

El medio natural, como escenario para la práctica de actividades de distinto carácter, es un fenómeno en alza y al mismo tiempo uno de los aspectos más dinámicos de los cambios de uso producidos en los espacios naturales durante estos últimos años. En la actualidad, los hábitos de ocio de la población constituyen un importante factor de presión ambiental sobre algunos de los lugares más bien conservados de nuestro entorno natural y, en particular, sobre los espacios naturales protegidos.

Como han expresado Pau Pérez y De Pedro (32) , las nuevas dinámicas sociales, el incremento del nivel de vida de la población y la extensión de la formación son factores que, en su conjunto, han producido un notable incremento de la demanda de espacios para las actividades deportivas o, simplemente, de paisajes como escenario para las vacaciones o salidas de fin de semana, circunstancia que permite hablar de un verdadero consumo del paisaje.

En los últimos años se ha generado un uso exacerbado de los espacios rurales y naturales, que abarca diversos factores (construcciones e instalaciones en el suelo rural o no urbanizable, existencia de complejos turísticos y deportivos, visitantes de fin de semana...), entendidos como ámbitos para el ocio al aire libre con un paisaje de calidad.

En síntesis, el entorno y paisaje natural es un recurso que puede ser utilizado de muy diversas maneras; así puede convertirse en escenario de una actividad deportiva (el montañismo en sus diversas facetas, el ciclismo, etc.) más o menos activa, puede ser asimismo un atractivo de lo invisible, de la fauna o de la historia de los restos del pasado. Pero, en todo caso, el entorno rural y el paisaje natural son, como han dicho gráficamente Pau Pérez y De Pedro (33) , espectáculo, visión atrayente para todos los visitantes de una actividad deportiva y, añadimos, recreativa y de ocio en sus diversas manifestaciones.

2.  Aproximación al régimen jurídico de las actividades de ocio en el medio rural

[...] «Y ocurre que la contingencia y la provisionalidad y la singularidad de las situaciones con que la Administración ha de enfrentarse no se abordan solo con actos que se limitan a aplicar un orden general ya establecido, sino también, y especialmente, mediante la definición de órdenes normativos singulares, provisionales y contingentes para afrontar las situaciones concretas contempladas». Aún resuenan plenas de certeza las palabras de García de Enterría a las que el paso de las décadas ha sentado tan bien.

Con sana envidia percibe el estudioso del Derecho administrativo la tranquilidad con que puede asomarse el civilista a su objeto de estudio. Como afirma Koschaker, «de la cuna al sepulcro todo es Derecho» y, de éste -esto ya lo afirmamos nosotros- la inmensa mayoría lleva el apellido de «administrativo». Todo se regula y tanto se regula que la vieja expresión «legislación motorizada» de Carl Schmitt, ha de ser acomodada a los tiempos y hablar de «legislación a reacción o supersónica»; tal es la ingente cantidad de disposiciones que, a diario, los boletines oficiales varios ofrecen para agobio del jurista.

Así, la regulación administrativa de cualquier materia a menudo se configura como un corsé hecho tan a la medida del supuesto concreto que no funciona sino en el modelo para el que se diseñó, sin que sea posible su aplicación a modelos con medidas distintas, por más que éstas sean sumamente parecidas.

La regulación de los espectáculos públicos y, más ampliamente, la realización de cualesquiera actividades de ocio, también participa de esta profusión normativa y especificidad que tan difícil hace hablar de regímenes jurídicos homogéneos. Si bien la regulación del ocio ha sido profusa, pues desde antiguo se percibió la variedad y la importancia de los bienes jurídicos a que afecta (seguridad pública, salubridad...), no es menos cierto que la regulación del ocio en general y el espectáculo público en particular, está pensada para la realización de estas actividades en entornos netamente urbanos.

Ha sido -y es- un fenómeno en creciente alza la celebración de espectáculos y actividades recreativas en áreas o zonas no urbanas, organizados de manera conjunta por un promotor de espectáculos, abarcando diversas actividades, entre las que podemos citar:


	
- Conciertos de música (las que suelen atraer a mayor número de público). 

	
- Demostraciones deportivas, tales como mountain bike, saltos artísticos con monopatines o bicicletas, y demostraciones de motociclismo (free style). 

	
- Actuaciones circenses al aire libre o bajo carpa. 

	
- Pistas de baile al aire libre o bajo carpa. 

	
- Mercadillos de artesanía y otros productos decorativos. 

	
- Mercadillos de comidas preparadas. 

	
- Preparación rápida de comidas típicas en eventos de feria. 

	
- Proyecciones de películas al aire libre. 

	
- Servicio de bebidas y comida rápida. 

	
- Exposiciones de esculturas y figuras. 

	
- Deportes extremos (escalada de muros, etc.). 

	
- Eventos especiales infantiles (talleres, marionetas, teatro, etc.). 



Entendemos pues que existen sobradas razones para intentar siquiera esbozar una aproximación al régimen jurídico de las actividades de ocio en áreas no urbanas; los aspectos sectoriales que inciden en la celebración de cualquier evento de ocio en este tipo de espacios, así como las innegables consecuencias medioambientales de su celebración en un entorno cada vez más escaso -el no urbano- nos llevan a afrontar la tarea de intentar arrojar luz sobre su regulación.

Por consiguiente, analizaremos a lo largo del presente trabajo las diferencias autorizaciones y licencias que tienen por objeto el control preventivo y la subsiguiente autorización de las obras que se construyan y de las actividades que se desarrollen con ocasión de la celebración de una actividad de ocio, espectáculo público o actividad recreativa, con especial incidencia en el medio rural, así como el control o comprobación posterior que ejerce la Administración tras el inicio de la actividad, aunque se apunta ahora que las nuevas tendencias del Derecho europeo y español inciden en un cierto repliegue o flexibilización del control preventivo (previo al inicio de la actividad, para facilitar las libertades comunitarias de prestación de servicios y establecimiento, fomentándose la simplificación administrativa y la administración electrónica), así como un reforzamiento del control posterior al inicio de la actividad (principalmente, mediante el ejercicio de las potestades de inspección y sancionadora).

Unos actos de intervención administrativa que, como se verá, tienen una variable repercusión jurídica, ya que, además de los medios de intervención administrativa que recaen sobre los espectáculos públicos, no puede olvidarse que operan otros sectores de intervención administrativa, como es el urbanismo, a través de las licencias urbanísticas de obras (construcción o reforma de los locales o establecimientos a ellos destinados, o adaptación del terreno en instalaciones eventuales), así como la posterior licencia de utilización del establecimiento, sin perjuicio de la interacción de las clásicas licencias de actividad o apertura (todo espectáculo es una actividad y todo local o establecimiento de espectáculos se construye o instala para ser abierto al público), o los medios de intervención administrativa previstos en el Ordenamiento jurídico en su sustitución (comunicación previa y declaración responsable).

3.  Áreas no urbanas. Aproximación conceptual (concepto sociológico, urbanístico y fiscal)

Como a menudo sucede, qué deba entenderse por área no urbana es cuestión que requiere de una definición previa; por tanto, establecido el objeto del presente trabajo en torno a los espacios que queden fuera de lo que deba considerarse como urbano, ha de partirse necesariamente de un concepto, definición o aproximación de aquello deba ser considerado como tal, es decir, urbano, a fin de, posteriormente y por exclusión, referirnos a lo que no lo sea.

El concepto de urbano nos reconduce necesariamente al de ciudad. Desde disciplinas cercanas a la jurídica, como es la sociología, nos llegan definiciones de ciudad que huyen de la simple adición de viviendas, calles, parques; así, resultan insuficientes definiciones como la ofrecida por Ortega y Gasset, que habla del conjunto de casas, habitaciones y edificaciones y de gentes que viven en estrecha vecindad.

Hoy día, el concepto de lo urbano rebasa esta mera adición de construcciones, calles y plazas e, incluso, es definido como algo que va más allá de lo meramente físico y de la población que en ella se asienta. La ciudad, se dice hoy, conlleva la existencia de cierto nivel de estructuración social, siendo esta estructura la argamasa que une, forma y conforma el resto de sus componentes (viviendas, vecinos...) y la hace convertirse en esa ciudad y no otra. Algunos autores, advierten de la importancia que en esta estructuración juega la recíproca prestación de servicios entre los ciudadanos, lo que alimenta y complica el sistema de relaciones y la interdependencia  (34) .

Pero las circunstancias que definen la ciudad y la hacen distinguirse de otras son de imposible aprehensión por su multitud. La ciudad es un ente sociológico e histórico, que ha sido conformada por su particular acontecer social, político, económico y religioso  (35) .

Reteniendo de lo anterior, al menos, la naturaleza compleja de la configuración de las ciudades y, por tanto, de lo urbano, hemos de descender a terrenos menos prosaicos en pos del concepto (área no urbana) que andamos buscando. Así, el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 marzo, del Catastro, distingue en su art. 7 dos tipos de bienes: urbanos y rústicos. Para la caracterización de los primeros, establece una serie de condicionantes urbanísticos, teniendo carácter de urbano el terreno que se encuentre en alguna de estas situaciones:


	
- Clasificado o definido por el planeamiento urbanístico como urbano, urbanizado o equivalente. 

	
- El que tengan la consideración de urbanizable o para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, siempre que estén incluidos en sectores o ámbitos espaciales delimitados, así como los demás suelos de este tipo a partir del momento de aprobación del instrumento urbanístico que establezca las determinaciones para su desarrollo. 

	
- El integrado de forma efectiva en la trama de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población. 

	
- El ocupado por los núcleos o asentamientos de población aislados, en su caso, del núcleo principal, cualquiera que sea el hábitat en el que se localicen y con independencia del grado de concentración de las edificaciones. 

	
- El suelo ya transformado por contar con los servicios urbanos establecidos por la legislación urbanística o, en su defecto, por disponer de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica. 

	
- El que esté consolidado por la edificación, en la forma y con las características que establezca la legislación urbanística. 



La normativa más reciente se ha acercado al concepto de ciudad. El Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que refunde y deroga, a su vez, la Ley estatal 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, afirma lacónicamente en su Exposición de Motivos que «la ciudad es el medio en el que se desenvuelve la vida cívica...».

Hasta aquí hemos hecho una somera referencia a lo urbano, con la intención de establecer una utilitaria definición de lo que no lo sea; ahora bien, la legislación también nos ofrece algunas pistas de lo que deba entenderse por no urbano o, más acertadamente, rural. En la conceptuación de lo que deba entenderse por inmueble rústico, establece la legislación de catastro un criterio residual, considerando que se entenderá suelo de naturaleza rústica «aquel que no sea de naturaleza urbana conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, ni esté integrado en un bien inmueble de características especiales».

El Texto Refundido de la Ley estatal de Suelo de 2008 citado en su art. 12 establece que habrá de entenderse como suelo rural todos aquellos terrenos «que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos...». Se extrae de esta definición de suelo rural su directa relación con el interés ambiental o ecológico, de tal modo que en mayor o menor medida el terreno rural supone, en sí, un valor ambiental a conservar. Esta idea aparece nuevamente en la Exposición de Motivos de la citada Ley, cuanto afirma que «todo el suelo rural tiene un valor ambiental digno de ser ponderado y la liberalización del suelo no puede fundarse en una clasificación indiscriminada...».

4.  Accesibilidad y servicios

Dado el carácter difuso de los conceptos manejados hasta ahora, resulta importante acudir a otros criterios que, aun no siendo definitivos en la determinación de lo que deba entenderse por urbano, sí nos permitan realizar un razonable juicio al respecto. La existencia o no de los servicios públicos que debe presentar el suelo urbano es un criterio que a menudo servirá para discernir si nos hallamos ante un área de inmediata expansión urbana.

La normativa estatal de suelo (la Ley 8/2007, de 28 de mayo y su Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio) define el suelo urbanizado como el integrado de forma legal y efectiva en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población, extendiendo dicha definición a las parcelas que cuenten con las dotaciones y los servicios requeridos por la legislación urbanística, ya sea de manera presente o potencial mediante la simple realización de los trabajos de prolongación y conexión necesarios (art. 12).

Por consiguiente, deberá acudirse a la legislación urbanística de cada comunidad autónoma. En lo que respecta a la Comunidad Autónoma de Andalucía, a título de ejemplo, y sin ser exclusivo de ésta, pues puede entenderse como algo generalizado en el resto de comunidades autónomas, al partir de las normas precedentes estatales, el art. 45 de la Ley 7/2002, de 17 diciembre, de Ordenación Urbanística, exige para la consideración de suelo urbano la existencia de los servicios de acceso rodado por vía urbana, abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica en baja tensión.

En cuanto al concepto de solar, la Ley 7/2002 andaluza establece que tendrán tal condición «las parcelas de suelo urbano dotadas de los servicios y características que determine la ordenación urbanística, y como mínimo los siguientes: Acceso rodado por vía urbana pavimentada; suministro de agua potable y energía eléctrica con caudal y potencia suficiente para la edificación, construcción e instalación prevista; evacuación de aguas residuales a la red pública y que tengan señaladas alineaciones y rasantes, si existiera planeamiento».

Si bien suelo y urbano y solar son conceptos que se entrelazan entre sí, conviene recordar que no son necesariamente términos sinónimos pues, si bien en ocasiones suelen coincidir, en otros muchos la condición de suelo urbano es un requisito previo para su transformación en solar  (36) .

Sentado lo anterior: la existencia o no de los servicios públicos que determinan la consideración de suelo urbano o solar se configura como otro de los criterios que, de nuevo por aproximación, habremos de manejar a la hora de determinar si nos encontramos ante un supuesto de actividad de ocio en área no urbana.

5.  Adopción de concepto y extensión

De lo dicho hasta aquí, y a los fines meramente utilitaristas que a estos efectos importan, podemos establecer una somera definición de lo que deba entenderse por área no urbana, sin más pretensiones que las de servir de punto de partida al presente trabajo, y que puede ser definida de la siguiente forma: aquel espacio físico que, fuera del entramado propio del casco urbano y de su área inmediata de expansión, esté destinado a un uso agrícola, forestal, ganadero, cinegético o meramente paisajístico.

Partiendo de la anterior definición, hemos de aclarar lo siguiente: el ordenamiento jurídico que rige las actividades de ocio en áreas no urbanas -según el concepto antes ofrecido- será igualmente de aplicación a dichas actividades de ocio celebradas en recintos que, si bien a menudo cuentan con cierto grado de urbanización o la existencia de algunos servicios urbanísticos, no pueden ser considerados como recintos netamente urbanos.

Aun cuando el ámbito de estudio de la presente obra toma como referencia la materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos, en el medio urbano y rural, no obstante, a lo largo de misma se efectuarán consideraciones de alcance general a otras actividades de ocio (turísticas, deportivas, culturales, sociales, etc.) y los establecimientos en que se desarrollan, para una mejor comprensión del régimen de intervención que las distintas Administraciones, en el seno de sus respectivas competencias, ejercitan sobre las mismas.
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«Disposición adicional sexta. Régimen especial de las actividades y espectáculos públicos que se desarrollen en las fiestas populares locales y las declaradas de interés nacional e internacional.

Los eventos que tengan lugar con ocasión de las fiestas populares que se celebren en Canarias, reconocidas como tal por orden de la consejería competente de la Administración autonómica o declaradas de interés turístico nacional o internacional, estarán sujetas al siguiente régimen especial: 

Primero.- La realización de eventos organizados por el ayuntamiento de la localidad en que tengan lugar las fiestas en la vía pública o en recintos habilitados al efecto del propio ayuntamiento solo precisarán de su propia aprobación. Asimismo, la corporación deberá haber establecido al efecto, mediante ordenanza o acto específico, las medidas correctoras a que deban sujetarse, en particular, las relativas a la seguridad ciudadana y a la compatibilidad del ocio y el esparcimiento con el descanso y la utilización común general del dominio público. 

Segundo.- A las fiestas incluidas en el ámbito de esta disposición les será de plena aplicación la suspensión provisional de la normativa que regula los objetivos de calidad acústica, de conformidad con las previsiones del art. 9 de la Ley 37/2003, de 16 de noviembre, del Ruido. A estos efectos la Administración local correspondiente deberá determinar, en cada caso, el área territorial y el calendario temporal aplicable a esta suspensión, previa valoración de la incidencia acústica que se declare como admisible. 

Tercero.- En relación a las actividades y espectáculos que, con ocasión del festejo, vayan a ser desarrollados por particulares, sean personas físicas o jurídicas, la corporación municipal otorgará, cuando proceda, las licencias o autorizaciones que esta ley exige, siempre que en el acto de concesión consten las medidas correctoras que se juzguen necesarias para el tipo de actividad o categoría del espectáculo concreto, previa calificación que habrán de hacer los órganos competentes del propio ayuntamiento, dando cuenta al cabildo insular correspondiente. 

Cuarto.- La corporación municipal deberá establecer, en todo caso, las medidas precisas para evitar molestias, inseguridad y riesgos para las personas y las cosas, aplicables en el caso de participación popular en vías públicas, calles o plazas, delimitando a tal fin espacios y horarios concretos para ello, fuera de los cuales podrá considerarse que existe ocupación ilegal de la vía pública. 

Quinto.- La corporación municipal, para el restablecimiento de la legalidad conculcada, podrá suspender o proceder, en su caso, al cierre de cualquier actividad o espectáculo que incumpla las medidas impuestas, de conformidad con lo establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Sexto.- En todo caso, la corporación municipal deberá, con un mes de antelación, hacer público mediante bando el calendario de actos de las fiestas con su ubicación y recorrido, en su caso, así como los espacios públicos en los que se permitirá la participación popular. 

Séptimo.- Los acuerdos de otorgamiento de licencias y autorizaciones adoptados contra lo previsto en esta disposición serán nulos de pleno derecho.»
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Marco normativo y competencial del estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales en materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y de ocio. Efectos de la transposición de la directiva 2006/123/CE de servicios 



I.  EL MARCO JURÍDICO DE LA NORMATIVA DE ORDEN PÚBLICO, POLICÍA URBANA Y ESPECTÁCULOS. EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y SITUACIÓN ACTUAL  (1) 

1.  La municipalización del orden público y la policía urbana y rural. De los orígenes del municipio al siglo XVIII

Se ha señalado por la doctrina como antecedente inmediato y directo de la normativa sobre espectáculos públicos y actividades recreativas, la Orden de 3 de mayo de 1935 por la que se aprueba el Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas (Gaceta del 5 de mayo de 1935, corregida por otra Gaceta de 8 de mayo), sin perjuicio de la aparición posterior de diversas normas que complementaron su marco jurídico, tales como la Orden de 9 de marzo de 1946 y disposiciones reguladoras de sectores específicos  (2) .

Ello en lo que respecta a los antecedentes, como se ha dicho, inmediatos del Reglamento estatal de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, aprobado por Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto. Como se desprende de un análisis comparativo de ambas normas, se observan numerosas similitudes, tanto en sus aspectos formales o estructurales, como en los sustantivos.

Remontándonos a antecedentes más remotos, puede afirmarse que en el territorio español los orígenes de la policía administrativa en materia de espectáculos y recreos públicos y actividades de ocio se encuentra en el municipio romano. Y aun antes incluso encontramos antecedentes en otros territorios de normas de intervención urbana anteriores al nacimiento del concepto de derecho en Roma; desde el Código de Hammurabi a las constituciones de las ciudades-Estado griegas, existen ejemplos de normas de intervención urbana y de policía urbana. Como señala Orduña Rebollo (3) , dos eran los elementos básicos de la organización del municipio romano, de una parte la urbs y el territorium o distrito rural, carente de personalidad jurídica, formado por pequeños núcleos de habitantes. Los municipios constituían comunidades ciudadanas, dotadas de un grado oscilante de autonomía y a las que se concedió la ciudadanía romana.

Existían los Quattorviri para los municipios y los Dunviros en las colonias, aunque por las múltiples excepciones la norma no debió ser absolutamente rígida. En Hispania, después de las reformas, los magistrados supremos de los municipios eran los Dunviros (4) , sin perjuicio de la existencia de otro Gobierno territorial conformado por las provincias. Los dos Dunviros eran los magistrados de mayor rango en los municipios, equiparables a los cónsules romanos. Los dos Ediles eran funcionarios auxiliares de los Dunviros, encargados de la policía de la ciudad, vigilancia de las calles y edificios públicos, mercados, abastecimientos y espectáculos, entre otros, al tiempo que estaban dotados de potestades sancionadoras.

En un proceso degradante los municipios perdieron fuerza y autonomía, a causa de las crisis económicas, de las guerras civiles y de la decadencia de la población urbana. Ello se vio agravado con las invasiones germánicas iniciadas a mediados del siglo iii.

El mantenimiento de la paz y el orden internos en la urbe fue atribución de los concejos de los municipios medievales, cuya primera autoridad era el juez que ejercía las funciones políticas y judiciales del concejo; subordinados a él estaban los alcaldes, siendo sus competencias principalmente judiciales, complementadas con las administrativas, entre las que se encontraban las de policía urbana y rural. A los jurados o fieles les correspondía la defensa de los intereses del concejo, tanto económicos como administrativos, al tiempo que ejercían el control de los jueces y alcaldes.

Como puede observarse, la policía urbana se encontraba entre las preocupaciones de las corporaciones locales y a su cuidado ponían ordenanzas y penas para quienes las incumplieran. Bajo la rúbrica de la policía urbana y rural, de hecho, las corporaciones locales vinieron ostentando las principales competencias en la materia casi hasta la consolidación de la Administración estatal de Gobernación a lo largo del siglo xix, pues en él fue cuando se articularon las grandes funciones características del Gobierno civil: administración o secretaría general; administración local; asociaciones, desde la Ley de este nombre (1887); beneficencia desde su centralización (1875) a la reforma de 1899; orden público, etc.

Las ordenanzas y acuerdos de los cabildos y concejos, predecesores de los ayuntamientos constitucionales, durante los siglos xvi, xvii y xviii, se encargan del bienestar de la ciudadanía, desde la amplitud de atribuciones, poderes y competencias que tenían las ciudades, ocupando sus funciones la regulación del comercio en plazas y abastos, el abastecimiento de alimentos a la población, la salubridad, la policía urbana y rural, la recogida de basuras y la limpieza de las calles y plazas, a lo que se añadía el resto de atribuciones en materia militar de impartición de justicia y aun de carácter religioso. Todo ello armonizado a través de las ordenanzas, que debían dictarse como ordenaba el Rey, para lo que se nombraban comisarios para su redacción. Los testimonios que nos quedan de los antecesores de los ayuntamientos, ya fueran concejos, cabildos..., durante los siglos xvi, xvii y xviii son buena muestra de las preocupaciones de los oficios públicos referentes a la salubridad pública. Sirva de ejemplo la cita de Salvador Raya Retamero, en Alhama. La huella de una ciudad en sus documentos. 1568-1637, Granada, Ayuntamiento de Alhama de Granada, 2003, conteniendo un índice de las regestas de las Actas Capitulares. En dicha obra se cita en pág. 153: «1573, febrero, 21. Alhama. Se nombran comisarios para hacer ordenanzas, como ordena el Rey (...)».

El Derecho municipal de dicho periodo histórico anterior al constitucionalismo acontecido en el siglo xix, estaba constituido por la costumbre, los fueros y las ordenanzas municipales.

Orduña Rebollo (5)  señala que las ordenanzas municipales desarrollan el fuero  (6) , el cual había caído en un proceso de degradación normativa, aunque también será posible pensar que las ordenanzas obedecían a necesidades más puntuales de la comunidad, no previstas en el fuero como norma local, ni tampoco en ordenamientos más amplios, como el de Alcalá de 1348, paulatinamente extendido por el reino. Las ordenanzas recibían el título de la villa o ciudad a que hacían referencia, y en ocasiones de «villa y tierra», presentándose en forma articulada. Sus fines eran la reglamentación de aspectos concretos de la organización del ayuntamiento, tales como: métodos de designación concejil, gestión de su patrimonio, mercados de abastos, oficios, el orden público, la limpieza, el cuidado de los campos y los pastos de su término y otros servicios propios de las ciudades.

2.  Un punto de inflexión. El constitucionalismo del siglo XIX y la consolidación de la Administración estatal de Gobernación

Como es conocido, el constitucionalismo español ha sido un fenómeno que vino asociado a la sociedad española del siglo xix y a los distintos avatares políticos y militares de dicho periodo, siendo el primer exponente de texto constitucional promulgado el de la Constitución de 1812, que dedicaba diversos preceptos a los municipios, al tiempo que crea la obligación de instauración de ayuntamientos constitucionales. Las competencias municipales venían recogidas en su art. 321, que se encontraba dividido en nueve apartados, siendo los dos primeros, y a los efectos que aquí interesan, los referentes a policía sanitaria y seguridad y orden público.

Estas previsiones constitucionales se desarrollaron más tarde en la Instrucción para el Gobierno económico-político de las provincias de 23 de junio de 1813 (Decreto CCLXIX de 23 de junio de 1813). Entre las competencias de desarrollo del art. 321 de la Constitución de 1812 se recogía la policía de salubridad y comodidad y el auxilio de alcalde en cuanto a la seguridad de las personas y bienes de los vecinos y a la conservación del orden público; la formación de las Ordenanzas municipales para su aprobación por las Cortes, previo informe de la diputación provincial, entre otras. Igualmente, se prevé la existencia de otras competencias que podía conferir el Gobierno a los ayuntamientos a través de los jefes políticos, con la inspección y controles de las diputaciones  (7) .

No obstante, no puede decirse que los ayuntamientos tuvieran autonomía en el ejercicio de sus competencias y potestades, al estar prevista una intervención a través de las diputaciones provinciales, que se configuraban, a su vez, como una dependencia del Estado  (8) .

Avanzado el siglo xix, el art. 84 de la Constitución Española de 1876 todavía determinaba la competencia de los ayuntamientos (con carácter exclusivo) para el cuidado de la salubridad, seguridad y comodidad de los pueblos y ciudades, por lo que dichas cuestiones debían quedar reguladas en ordenanzas municipales  (9) , si bien desde el poder central se venía formando la necesidad de dictar normas de alcance general al Estado en dichas cuestiones (salubridad, seguridad y comodidad), en el ámbito de las propias ciudades y pueblos, acrecentado por las revoluciones tecnológicas y la industrialización que tienen lugar en el mundo occidental desde finales del siglo xviii.

De esta manera, la Administración estatal a través de sus autoridades a lo largo del siglo xix comienza una andadura que desembocaría en la consolidación de la figura de los Gobiernos civiles, que ostentaban gran parte de las competencias en materia de orden público, entre las que se encontraban los espectáculos públicos, como tendremos ocasión de ver más adelante.

3.  El siglo xx: estatalización y desmunicipalización de la normación del orden público y la policía urbana y rural. La aparición de la ordenación jurídica general estatal sobre espectáculos públicos

Estas funciones de policía urbana, de seguridad y orden público se mantuvieron durante el siglo xix y bien entrado el siglo xx.

A partir de aquí sectores de actuación e intervención administrativa que pertenecían al ámbito local comienzan cada vez más a ser estatalizados al asumir el ente superior las competencias normativas y ejecutivas en bastantes materias. Pero véase cómo, antes de la propia regulación estatal (en materia de control de actividades calificadas, policía de espectáculos, etc.), surge ésta allí donde se sentía necesaria, en el ordenamiento local.

Potestades normativas y disciplinarias venían, pues, siendo reconocidas históricamente durante siglos como inherentes a las competencias municipales en defensa del medio urbano y rural.

El Manual dePolicía Urbana de El Consultor de los Ayuntamientos, cuya 5.ª edición se publica en 1910, enumera, entre los campos de actuación de aquélla, cuidar que no se turbe la tranquilidad del vecindario... velar sobre todo lo que pueda referirse a la seguridad y libre circulación en calles, plazas, calles, pasajes, paseos y demás vías públicas..., las construcciones, etc.

La posibilidad de que los municipios regularan tales materias chocó de inmediato con la realidad de un fenómeno en constante crecimiento y transformación, cuya normativa demandaba con urgencia un cierto grado de uniformidad. Por ello, las sucesivas normas dictadas por el Estado en la materia, a medida que iban regulando el fenómeno de forma más intensa y detallada, fueron recortando gradualmente también estas atribuciones municipales.

En este marco de estatalización, y en pleno periodo de vigencia de la 2.ª República, tiene lugar la promulgación de la Orden de 3 de mayo de 1935 por la que se aprueba el Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, de la que anteriormente se ha dado cita, donde se observa de manera clara el proceso de asunción por parte del Estado como poder normativo, de la policía de espectáculos, en orden a determinar una uniformidad normativa, en aras a una mayor homogeneización y seguridad jurídica, si bien en lo que respecta a las competencias ejecutivas o de intervención administrativa, se siguen respetando las competencias de los alcaldes, compartidas entonces con el director general de seguridad en Madrid y los gobernadores civiles en las capitales de provincia (art. 1 de la Orden de 3 de mayo de 1935). Por otra parte, este fenómeno estatalizador y centralizador de la normativa sobre actividades y establecimientos también se produjo en lo que respecta al sector industrial y productivo, siendo el primer exponente sobre la materia, que trata de manera generalizada dicha temática, el Reglamento y Nomenclátor de establecimientos incómodos, insalubres y peligrosos, aprobado por Real Orden de 17 de noviembre de 1925.

4.  El marco jurídico y competencial legislativo en materia de actividades de ocio, espectáculos públicos y actividades recreativas a partir de la Constitución de 1978

En un plano sustantivo, el ocio viene recogido en la Constitución, en su art. 43.3, al regular entre los principios rectores de la política social y económica lo siguiente: «Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio».

En lo que respecta al reparto de competencias Estado-comunidades autónomas, la Constitución no contempla la materia de espectáculos públicos y actividades recreativas como título competencial propio, específico o diferenciado en orden a atribuirlo con carácter exclusivo, compartido o concurrente a una instancia territorial del poder u otras, según resulta de la lectura de los listados de materias contenidos en los arts. 148 y 149 de la Constitución Española de 1978.

Ahora bien, sí viene recogida con carácter expreso dentro de las materias que podían asumir las comunidades autónomas ab initio por vía de su inclusión en los respectivos Estatutos de Autonomía, «la promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio».

Lo cierto es que ya existía un ámbito de actuación administrativa cifrado en la modalidad de intervención en la actividad de los particulares, positivizado a través de un Reglamento de Policía de Espectáculos Públicos, por lo que no hubiera estado de más haber precisado a nivel constitucional a qué entidad territorial le correspondía, o si el Estado se reservaba la legislación básica sobre la materia.

Según esto, todas las comunidades autónomas podían asumir competencias en materia de promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial (art. 148.1.18.ª), promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio (art. 148.1.19.ª). Asimismo, a tenor del apartado 3 del art. 149 de la Constitución, las materias no atribuidas expresamente al Estado por la Constitución podían ser asumidas por las comunidades autónomas denominadas de vía rápida (10) , y que no tenían que dejar transcurrir los cinco años que preveían los arts. 148.2 y 151.1 CE. Sin embargo, para el resto de comunidades autónomas, aun cuando la materia de espectáculos públicos y actividades recreativas no se encontraba reservada al Estado, tampoco podían asumirla sino que revertía al Estado por aplicación del art. 149.3 CE (no como derecho supletorio, sino como materia no asumida por las comunidades autónomas).

No obstante, la Constitución reserva al Estado como competencia exclusiva la materia de «seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las comunidades autónomas en la forma que establezcan en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica». Además, la Constitución atribuye específicamente a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, la tarea de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y de garantizar la seguridad ciudadana (art. 104.1), afectando en su regulación al ejercicio de algunos derechos fundamentales, como el derecho a la libertad, a la libre circulación por el territorio nacional o al derecho de reunión.

Aquí es donde surgía la controversia sobre el alcance de la reserva constitucional de competencia exclusiva al Estado en materia de seguridad pública y, en particular, si podían considerarse incluidos en la misma los espectáculos públicos y actividades recreativas  (11) . Ahora bien, como ha precisado el Tribunal Constitucional, la seguridad pública se centra en la actividad dirigida a la protección de personas y bienes y al mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano (STC 33/1982, de 8 de junio, FJ 3) [LA LEY 67-TC/1982], señalando la STC 40/1998 [LA LEY 7520/1998], de 9 de febrero (FJ 46), que «no toda seguridad de las personas y bienes, ni toda la normativa encaminada a conseguirla, o a preservar su mantenimiento, puede englobarse en el título competencial de "seguridad pública", pues si así fuera la práctica totalidad de las normas del ordenamiento serían normas de seguridad pública, y por ende competencia del Estado, cuando es claro que se trata de un concepto más estricto, en el que hay que situar de modo predominante las organizaciones y los medios instrumentales, en especial los cuerpos de seguridad a que se refiere el art. 104 de la Constitución»  (12) .

A tenor del reparto competencial resultante del juego de los arts. 148-149 de la Constitución de 1978, podía darse el caso de que una misma materia se entendiese atribuida al Estado (para las comunidades autónomas de menor techo competencial, al no haber accedido por el 151 CE o no ser una de las denominadas históricas) y, sin embargo, las comunidades de vía rápida podían asumir (y de hecho, asumieron) en sus Estatutos dicha materia, por lo que se originaba una cierta situación de inseguridad jurídica de titularidad normativa.

En este sentido, en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana, se incluyeron una serie de preceptos sustantivos y sancionadores sobre espectáculos públicos y actividades recreativas, siendo significativo el art. 8 de la misma que indica que todos los espectáculos y actividades recreativas de carácter público quedarán sujetos a las medidas de policía administrativa que dictara el Gobierno, en atención a los fines siguientes:


	
a) Garantizar la seguridad ciudadana frente a los riesgos que, para las personas o sus bienes, se puedan derivar del comportamiento de quienes organicen un espectáculo o actividad recreativa, participen en ellos o los presencien. 

	
b) Asegurar la pacífica convivencia cuando pudiera ser perturbada por la celebración del espectáculo o el desarrollo de la actividad. 

	
c) Limitar las actividades de los locales y establecimientos públicos a las que tuvieren autorizadas, e impedir, en todo caso, el ejercicio de ellos de cualesquiera otras que estuvieren prohibidas  (13) . 

	
d) Fijar las condiciones a las que habrán de ajustarse la organización, venta de localidades y horarios de comienzo y terminación de los espectáculos o actividades recreativas, siempre que sea necesario, para que su desarrollo transcurra con normalidad. 



La Disposición final 2.ª de la LOPSC señalaba que las disposiciones relativas a los espectáculos públicos y actividades recreativas contenidas en la misma, así como las normas de desarrollo, serán de aplicación general en defecto de las que puedan dictar las comunidades autónomas con competencia normativa en esta materia, añadiéndose que, en todo caso, la aplicación de lo establecido en las referidas disposiciones corresponderá a las comunidades autónomas con competencia en la materia. Lo cierto es que esta disposición es consecuencia del entendimiento que venía haciendo el Estado de la cláusula de supletoriedad del derecho estatal contenida en el apartado 3 del art. 149 de la Constitución, in fine. No obstante, a tenor de la interpretación de dicho precepto por parte del Tribunal Constitucional, el Estado no puede ya dictar derecho con carácter meramente supletorio, al no ser una cláusula atributiva de competencias legislativas, sino una regla de hermenéutica y de interpretación jurídica dirigida al operador del derecho, no a la creación del mismo. Dicha doctrina constitucional puede verse reflejada en las SSTC 147/1991, de 4 de julio [LA LEY 1755-TC/1991], 118/1996, de 27 de junio [LA LEY 8076/1996] (sobre la Ley estatal de ordenación de transportes terrestres) y 61/1997, de 20 de marzo [LA LEY 9921/1997] (sobre el Texto Refundido de la Ley estatal de Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992).

No obstante, a través de la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, se produjo una cierta homogeneización entre los ámbitos competenciales de las comunidades autónomas, al efectuarse la transferencia de una serie de competencias a las mismas, entre las que se incluían con carácter expreso los espectáculos públicos y actividades recreativas, lo cual no deja de ser una cuestión controvertida, por cuanto no en todo caso dicha materia podía entenderse de competencia exclusiva del Estado, por cuanto algunas comunidades autónomas ya la habían asumido como propia a través de sus Estatutos de Autonomía. De todas formas, la solución expresada a través de la técnica normativa prevista en el apartado 2 del art. 150 de la Constitución, más allá de su plena corrección técnica, supuso un acierto en el reforzamiento de la seguridad jurídica y en cierta manera ha puesto fin a dicha controversia planteada anteriormente.

De esta manera, el Estado no tiene competencias en materia de promoción de la adecuada utilización del ocio, y ha transferido las competencias que pudiera ostentar en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, sin embargo, mantiene su competencia exclusiva sobre seguridad pública.

Según esto, el Estado ha dictado la siguiente normativa que afecta a los espectáculos públicos, actividades de ocio y recreativas:


	
-Real Decreto 1189/1982, de 4 de junio, sobre regulación de determinadas actividades, inconvenientes o peligros para la juventud y la infancia. 

	
-Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. 

	
- La Ley 2/1985, de 21 de enero, sobre Protección Civil. 

	
- La Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

	
- Orden de 20 de octubre de 1988, que regula la manipulación y uso de artificios en la realización de espectáculos públicos de fuegos artificiales. 

	
- Orden de 2 de marzo de 1989, que modifica la Orden de 20 de octubre de 1988. 

	
-Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas en materia de espectáculos taurinos. 

	
- Orden Ministerial de 5 de diciembre de 1991 sobre catalogación de productos pirotécnicos. 

	
- La Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana. 

	
- La Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada. Parcialmente modificada por Real Decreto Ley 2/1999, de 29 de enero y su Reglamento aprobado por Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, que regula las empresas y el personal de seguridad (vigilantes, escoltas privados, guardas de campo y detectives privados) y establece un régimen sancionador. 

	
- La Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, que regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. Reglamento de desarrollo aprobado por Real Decreto 596/1999, de 16 de abril. 

	
-Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Explosivos. 



Ello sin perjuicio de las competencias exclusivas del Estado en materia de ordenación de la edificación, para aquellos casos de espectáculos públicos y actividades recreativas que supongan paralelamente la necesidad de construcción de la edificación o reforma del establecimiento sede de las mismas, destacando la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación y el Código Técnico de la Edificación  (14) , que afecta parcialmente en los aspectos técnicos al REPAR de 1982. Igualmente, resultarán de aplicación las disposiciones básicas del Estado en materia de medio ambiente, que puedan afectar a la realización o desarrollo de espectáculos y actividades recreativas o de ocio, tanto en el medio urbano  (15)  como rural  (16) .

Por consiguiente, puede concluirse que la materia general «espectáculos públicos y actividades recreativas» y adecuada utilización del ocio es competencia exclusiva de las comunidades autónomas, sin perjuicio de las siguientes precisiones:


	
- Las competencias exclusivas del Estado sobre seguridad ciudadana que incidan sobre espectáculos públicos y actividades de ocio  (17)  (ya sean sobre establecimientos públicos de titularidad privada, fijos o eventuales o actividades de ocio espontáneas sobre espacios abiertos de titularidad pública). 

	
- El respeto y ponderación de las competencias de los entes locales y, principalmente los municipios, a través de sus formas de gobierno, de conformidad con los principios de autonomía local y derecho de intervención y participación en los asuntos públicos. 



En los últimos años se viene produciendo una reforma de los Estatutos de Autonomía, y en los nuevos Estatutos se precisa con mayor concreción la competencia de la Comunidad en materia de deportes, actividades de ocio y espectáculos y actividades recreativas. Ejemplo de ello es el art. 72 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de Reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que determina que «1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de deportes y de actividades de tiempo libre, que incluye la planificación, la coordinación y el fomento de estas actividades, así como la regulación y declaración de utilidad pública de entidades deportivas.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de espectáculos y actividades recreativas que incluye, en todo caso, la ordenación del sector, el régimen de intervención administrativa y el control de todo tipo de espectáculos en espacios y locales públicos».

Atendiendo a dicho marco competencial autonómico, la Comunidad Autónoma andaluza dictó la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte  (18)  y la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, si bien la ocupación del tiempo libre -ocio- ha sido abordado en distintas normas fragmentarias (siendo destacadas dos en los últimos años: la Ley 7/2006, de 24 de octubre, sobre potestades administrativas de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía y el Decreto 195/2007, de 26 de junio, por el que se establecen las condiciones generales para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter ocasional y extraordinario).

5.  Efectos de la transposición de la Directiva 2006/123/CE de Servicios en la normativa sobre espectáculos públicos y actividades recreativas

Llegados a este punto, conviene efectuar un análisis de la afección del marco jurídico apuntado regulador de los espectáculos públicos, actividades recreativas y otras actividades de ocio, por parte de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios de mercado interior, la cual representa una de las piezas fundamentales de la estrategia comunitaria de impulso económico y de consolidación del mercado interior que se han instrumentado en el contexto de la Agenda de Lisboa. Su objetivo es alcanzar un auténtico mercado único de servicios en la Unión Europea a través de la eliminación de barreras legales y administrativas que actualmente limitan el desarrollo de actividades de servicios entre Estados miembros. La Directiva pretende, por tanto, reducir cargas administrativas y otorgar mayor seguridad jurídica a aquellos que desean prestar un servicio, a través de un establecimiento permanente (libertad de establecimiento) o sin recurrir a dicho establecimiento (libertad de prestación de servicios).

El 28 de diciembre de 2006 entró en vigor la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en el mercado interior (Directiva de Servicios). De conformidad con lo dispuesto en la misma, los Estados miembros han dispuesto de un plazo de transposición de tres años, que finalizó el 28 de diciembre de 2009.

La transposición de la Directiva de Servicios se ha presentado en España como un reto y al mismo tiempo como una gran oportunidad  (19) . Esto es, por parte de las autoridades estatales encargadas de la transposición de la Directiva en uso de las competencias normativas constitucionalmente asignadas, no se ha optado por una transposición de mínimos, sino que se aprovecha la oportunidad ofrecida por la referida incorporación de la norma europea, para el estudio en profundidad de una reforma del sector servicios, dada su importancia en la economía (tanto en su vertiente microeconómica como macroeconómica)  (20) .

En efecto, como explica el Libro Blanco para la reforma del sector servicios, el proceso de transposición constituye una ocasión única para reducir trabas injustificadas o desproporcionadas al acceso y ejercicio de una actividad de servicios en determinados sectores, lo que consecuentemente incentivará la actividad empresarial y contribuirá a la mejora de la regulación. De la mejora del marco regulatorio se derivarán ganancias de eficiencia, productividad y empleo en los sectores implicados, además de un incremento de la variedad y calidad de los servicios disponibles para empresas y ciudadanos.

Los Estados miembros de la UE han adoptado diversas soluciones para la incorporación al derecho interno de los postulados de la Directiva. Básicamente, las alternativas se han reducido a los siguientes dos grandes grupos:

Por un lado, algunos países han optado por afrontar la incorporación al derecho interno a través de diversas modificaciones de las normas internas que han resultado afectadas, sin adopción de una ley general horizontal de transposición. Esta opción ha sido acogida por Estados como Alemania, Francia, Reino Unido, Portugal o Luxemburgo.

Otros Estados en cambio, han optado por incorporar la directiva a través de una ley denominada horizontal o paraguas, de carácter genérico, sin perjuicio de la complementariedad con otras reformas legislativas de incidencia sobre la normativa sectorial afectada. Este ha sido el caso de España y otros Estados de la Unión, como Holanda, Austria, Bélgica, Dinamarca, Italia, Chipre, Malta, Bulgaria, Hungría o Rumanía, entre otros.

Las razones que se han alegado para dicha decisión de dictar una Ley horizontal de transposición, se han resumido en las siguientes, como se enuncian en Posibles preguntas y respuestas al Anteproyecto de Ley sobre el libre acceso y ejercicio de las actividades de servicios, de 14 de octubre de 2008:


	
- La Directiva Servicios contiene una serie de principios que han de guiar la regulación de las actividades de servicios, no solo en el momento de su entrada en vigor, sino en lo sucesivo, en las propuestas regulatorias que pueden impulsarse a partir de ese momento. 

	
- La Directiva dicta reglas de actuación para la coordinación entre las distintas Administraciones y autoridades competentes con vocación de permanencia y, de nuevo, aplicables a situaciones muy diversas. 

	
- Por otro lado, el propio contenido horizontal de la Directiva, que extiende sus efectos a todos aquellos ámbitos que no están expresamente excluidos hace aconsejable contar con un instrumento de transposición también horizontal que «replique» este carácter y dé el alcance deseado a sus principios. 

	
- La adopción de legislación horizontal puede resultar especialmente necesaria como salvaguarda contra las disposiciones en áreas específicas que pudieran escapar a la evaluación de la normativa que se está desarrollando en el momento presente, así como para garantizar que queden cubiertas las actividades de servicios que se regulen en el futuro. 



Centrándonos en el caso español, para llevar a cabo la transposición, y teniendo en cuenta la limitación temporal de que se disponía, teniendo en cuenta la dificultad de esta tarea, en un Estado complejo como el nuestro, que cuenta con numerosos poderes productores de normas de intervención administrativa en el sector servicios, se efectuó un Programa de Trabajo que fue aprobado en julio de 2007 por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos y comunicado a las comunidades autónomas y la FEMP, a las que se invitó a participar. En dicho Programa de Trabajo, que fue elaborado por un grupo interministerial de alto nivel en el que participaron todos los ministerios (Grupo de Trabajo Interministerial para la Transposición de la Directiva de Servicios), quedaron recogidos, además de las principales líneas de actuación, los tres principios o pilares que deben orientar todo el proceso y que, de hecho, recogen algunos de los retos y oportunidades más importantes que plantea la Directiva. Por lo que se refiere a las líneas de actuación, éstas quedaron estructuradas en tres apartados principales:


	
- Incorporación de la Directiva de Servicios al Derecho interno. 

	
- Puesta en marcha de la ventanilla única. 

	
- Participación en el sistema de cooperación administrativa entre Estados miembros. 



Para asegurar la participación y colaboración de todas las Administraciones en el Programa de Trabajo se puso en marcha un importante mecanismo de coordinación institucional compuesto de diversas figuras (497 agentes involucrados directamente en la evaluación de la normativa) a nivel ministerial, autonómico y local con responsabilidades bien definidas en la transposición de la Directiva: interlocutores únicos de ministerios, que forman parte del Grupo de Trabajo interministerial para la Transposición de la Directiva de Servicios (GTDS), así como a nivel autonómico y local, cuya función es impulsar la puesta en práctica y el cumplimiento de la Directiva en su área correspondiente y participar en las reuniones sectoriales que se convoquen para sus áreas. Además, se han llevado a cabo acciones de comunicación a través de la página web del Ministerio de Economía y Hacienda, completadas con otras acciones de comunicación y formación en ministerios y comunidades autónomas.

Las realizaciones normativas máximas que se han derivado de dichas actuaciones, a nivel estatal, han tenido como finalidad la aprobación de dos Leyes:


	
1.- La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, de efectos horizontales o paraguas, como salvaguarda de transposición, para evitar fugas en el estudio y detección de las normas sectoriales que potencialmente resultaran afectadas por el alcance la Directiva europea  (21) . 

	
2.- Asimismo, para dar el impulso necesario al proceso de transposición, también se ha optado por la elaboración de una Ley Ómnibus, aprobada por las Cortes Generales como Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que modifica la normativa estatal de rango legal para adecuarla a los principios de la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. 



El 17 de abril de 2008 se dio por finalizada la fase de identificación de la normativa potencialmente afectada por la Directiva Servicios. Cabe destacar que se aprovechó esta fase para identificar los procedimientos que ya se realizan electrónicamente, con vistas a instaurar la ventanilla única, identificar a las autoridades competentes que deberán estar presentes en el sistema de cooperación administrativa e identificar a todos los agentes de la AGE, CC.AA. y Administración Local que deben estar presentes en el proceso de transposición. Se identificaron alrededor de 7.000 procedimientos y normativa potencialmente afectados por la Directiva Servicios que se han clasificado en 22 áreas de actividad y que han sido objeto de evaluación y, en su caso, adecuación o modificación. De ellos, menos del 10% corresponden a la Administración General del Estado. Desde el punto de vista de las normas estatales afectadas: 80 normas tienen rango de Ley y aproximadamente 370 son reales decretos. Como ya ha ocurrido en otras reformas administrativas de envergadura, como fue el caso del paquete de medidas normativas integrantes del denominado Pacto Local, del estudio de las reivindicaciones en su día efectuadas por la FEMP, y debido al sistema constitucional de distribución de competencias, la mayor parte de normas afectadas recae sobre las comunidades autónomas, por lo que en algunas comunidades autónomas han dictado leyes o normas paraguas autonómicas u horizontales de salvaguarda, dado que en principio, ante un eventual incumplimiento de una ley autonómica, una ley estatal no lo subsanaría o dejaría salvaguardado, debido al principio de competencia que preside el sistema de reparto competencial Estado-comunidades autónomas derivado del bloque de la constitucionalidad.

Es fundamental aprovechar el ejercicio de evaluación de la compatibilidad de la normativa con la Directiva Servicios para realizar un análisis profundo de toda la normativa sobre el acceso y ejercicio de las actividades de servicios que cuestione la existencia de la normativa actual, no se dirija a justificar lo existente y contribuya a consolidar el principio de buena regulación.

El Programa de Trabajo establecía que la fase de evaluación comenzara una vez estuvieran disponibles los cuestionarios de evaluación elaborados por la Comisión Europea y que se utilizarán como informe final de la transposición. Estos cuestionarios se pusieron a disposición desde febrero de 2008, y se dispuso un sistema electrónico para su cumplimentación en línea a través del sistema Interactive Policy Making (IPM), homogéneo para todos los Estados miembros, facilitándose el sistema de evaluación mutua a partir de 2010.

Además, se caracterizan por ser informes de resultado sobre la normativa finalmente modificada, por lo que contribuyen a facilitar el ejercicio de evaluación.

Para facilitar una evaluación sectorial ordenada -que permitiera además la modificación de la normativa en tiempo y forma, así como cumplimentar, al final del periodo de transposición, los cuestionarios elaborados por la Comisión Europea que sirven de base para el ejercicio de evaluación mutua entre Estados miembros-, el Grupo de Trabajo para la Transposición de la Directiva Servicios aprobó una serie de herramientas que fueron puestas a disposición de todas las Administraciones:


	
- Un cuestionario interno de evaluación y un manual práctico de evaluación cuya función consistía en facilitar el ejercicio de evaluación que todas las Administraciones debían llevar a cabo, así como proporcionar un formato homogéneo que contribuyera a asegurar la necesaria consistencia y homogeneidad entre Administraciones y entre sectores. 

	
- Una aplicación informática on line denominada Sistema de Identificación y Evaluación de la Normativa Afectada (SIENA), accesible a través de la página web del Ministerio de Economía y Hacienda para todas las Administraciones y que permitía consultar y evaluar todos los casos identificados potencialmente afectados por la Directiva Servicios. 



Por consiguiente, a tenor de la nueva normativa comunitaria sobre servicios, la actuación -normativa y ejecutiva- de los poderes públicos en el ámbito estatal se ha visto afectada por la referida Directiva Servicios, en un doble efecto:


	
1.- En primer lugar, como efecto inmediato, tanto el Estado como las comunidades autónomas, así como otros poderes normativos como los entes locales, Universidades o Corporaciones de Derecho público, en tanto que productores de normas, podían tener en su acervo numerosas normas potencialmente afectadas por la Directiva Servicios, en lo que suponga contravención a la regulación de la Unión Europea sobre el sector servicios. 

	
2.- En segundo lugar, y sin perjuicio de la necesaria adaptación de las normas de la totalidad del ordenamiento en el ámbito del Estado español (a cualquier nivel territorial y material) a la Directiva y a las leyes estatales básicas de transposición (y, en su caso, ley autonómica correspondiente), numerosos procedimientos, trámites y formas de actuación de los entes públicos se han visto afectados por la Directiva y las Leyes estatales de transposición, en materia de simplificación de procedimientos y el establecimiento de la ventanilla única. 



Precisamente, uno de los sectores normativos que se han visto afectados por la nueva normativa de servicios es el referente a los servicios relacionados con espectáculos públicos y actividades recreativas, en tanto que las normas estatales y autonómicas sobre la materia prevén hasta la promulgación de la Directiva 2006/123/CE preveían la existencia de autorizaciones a cargo de los entes públicos, adquiriendo una importancia esencial las licencias o autorizaciones de los municipios. En este sentido, si bien en un principio, las normas estatales aprobadas destinadas a la transposición de la Directiva (la ley paraguas y la ley ómnibus), y las normas de transposición autonómicas que surgieron inicialmente, no incluían en el ámbito de las mismas la materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, al menos de modo expreso. Pero como ya expresamos en otro lugar  (22) , ello no impide que de manera indirecta pudieran verse afectadas las actuaciones de intervención administrativa sobre dicho sector, dadas las restricciones a la técnica de autorización como intervención previa cuando se trate del ejercicio y acceso de actividades de servicios, así como la inclusión a nivel general como técnica de intervención administrativa de la comunicación previa y declaración responsable, como sustitutivas de la clásica autorización o licencia, así como del potenciamiento del control posterior al inicio de la actividad. La pervivencia de las autorizaciones sobre la materia resulta cuestionable, encontrándose entre los argumentos en defensa de su continuidad, su vinculación al orden público o seguridad pública, la protección de los consumidores o de los destinatarios de los servicios de espectáculos públicos o actividades recreativas, como permite excepcionar la propia Directiva al régimen general de prohibición de autorizaciones en el sector servicios, o por su vinculación a un establecimiento físico, control permitido igualmente por la propia Directiva. De esta manera, en el ámbito de algunas comunidades autónomas, como es el caso de Cataluña, se ha hecho reconocimiento expreso de la afección de la Directiva de Servicios en el sector o materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, a través de la Ley 11/2009, de 6 de julio, de regulación administrativa de los espectáculos públicos y actividades recreativas.

II.  LAS COMPETENCIAS EJECUTIVAS DEL ESTADO, COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y ENTES LOCALES EN MATERIA DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS, ACTIVIDADES RECREATIVAS Y DE OCIO. INCIDENCIA DE LA DIRECTIVA DE SERVICIOS

1.  Las competencias ejecutivas del Estado sobre seguridad ciudadana

Con anterioridad se ha analizado el reparto competencial Estado-comunidades autónomas a nivel legislativo. Corresponde ahora analizar las competencias ejecutivas que ostentan a tenor del reparto de competencias legislativas, cada uno de los entes territoriales gubernamentales.

Se ha visto anteriormente que la Administración que ha asumido durante el periodo antiguo con la aparición de las ciudades, medieval y hasta bien entrado el siglo xviii era la municipal, en sus distintas formas gubernamentales (concejos abiertos, cerrados...).

El Ministerio de la Gobernación, o Secretaría de Estado y del Despacho de la Gobernación, como se le llamó inicialmente, es el primer ministerio fundado por el Estado en la edad contemporánea, viniéndose a sumar a las secretarías o ministerios ya existentes desde la edad moderna (Secretarías de Estado y del Despacho de Guerra, Marina, Hacienda, Estado, Gracia y Justicia e Indias)  (23) . Su importancia radica en que encarna toda una nueva actuación del Estado en una serie de campos hasta ahora escasamente regulados. Su ámbito de competencias llegó a ser tal que se ha llegado a afirmar que todos los ministerios que han existido en España con posterioridad provienen de éste  (24) .

En el ámbito del Derecho comparado el concepto de Ministerio de «Interior» como parte del engranaje administrativo surge en la Asamblea francesa de 1791. En España introduce el citado órgano la Constitución de Bayona (1809), copiando la terminología francesa de «Interior». La Constitución de 1812 hará suyo este Ministerio pero cambiando su denominación por la de Gobernación, como explican Enseñat Calderón y Montojo (25) . Su mera existencia será origen de disputas partidistas durante el reinado de Fernando VII, pues si los liberales lo establecen (1812-1814 y 1820-1823, siendo en este último año denominado del Interior) su salida del poder supone su desaparición  (26) .

Su creación definitiva tiene lugar en 1832, pero con otra denominación, la de Fomento para evitar tanto el nombre de Interior como el de Gobernación, que recordaban respectivamente la ocupación francesa y a los liberales de Cádiz. El nuevo Ministerio, que perdurará con distintas denominaciones hasta la actualidad, es concebido como un instrumento de actuación del grupo liberal moderado y de su concepción del poder del Estado, asumiendo y ampliando las competencias del Consejo Real de la Edad Moderna. Su nombre aún cambiará en varias ocasiones, así en 1834 se volverá a tomar la terminología de Interior por apenas un año, ya que en 1835 se volverá a denominar de la Gobernación, que conservará casi durante siglo y medio, hasta 1977 en que toma el nombre de Interior que perdura en la actualidad  (27) .

La consolidación de la Administración de Gobernación, como también la de Justicia, tuvo lugar posiblemente en el periodo inicial de la Restauración, el del siglo xix (1875-1900), pues en él fue cuando se articularon las grandes funciones características del Gobierno Civil: Administración o Secretaría General; Administración Local; Asociaciones, desde la Ley de este nombre (1887); Beneficencia desde su centralización (1875) a la reforma de 1899; Orden Público, etc.

El Gobernador civil obtendría competencias cada vez más amplias relacionadas con el orden público, materia en la que se incluían los espectáculos públicos, a lo largo de los siglos xix y xx. Dichas competencias toman forma a nivel normativo a través del Reglamento de Espectáculos Públicos de 1935, y se consolidan a lo largo del régimen instaurado tras la Guerra Civil a partir de 1939.

La estructura y funciones administrativas de los Gobiernos civiles durante el régimen de 1939 hasta la Constitución de 1978 se puede dividir en dos etapas: la primera llegaría hasta el Reglamento de 24 de julio de 1961, en la que las mismas eran más o menos homogéneas, y se regían por esporádicas circulares e instrucciones orientadas más hacia lo funcional que hacia lo orgánico. La publicación del Decreto de 10 de octubre de 1958 demandaba que se dotara a los Gobiernos civiles de una organización general, sin perjuicio de algunas particularidades según la diversidad de las provincias. Con anterioridad a 1961, la estructura administrativa se organizaba con las unidades básicas de los Negociados como centros de atribución de funciones. Entre dichas funciones, podía establecerse los siguientes grupos: las que se referían propiamente a cuestiones de Gobernación (orden público, administración local, política interior, sanidad) y las competencias relacionadas con Fomento (aguas y minas; armas, explosivos y caza; asociaciones; beneficencia -luego asistencia social-; expropiación forzosa; información, iniciativas y reclamaciones; régimen local; sanidad; tasas; vivienda). Ilustra esta materia el Decreto de 24 de junio de 1938, cuyo art. 1.° dispuso: «Es de la exclusiva competencia de los Gobernadores Civiles la dirección y el control en materia de acción política, entendiéndose por ésta las actividades que conciernen a la aplicación positiva de las directrices generales de gobierno, y a la prevención y represión administrativa de cuanto las obstruya o desvíe. Queda comprendida en esta competencia la vigilancia de las actividades ciudadanas no atribuidas a otros Departamentos, como reuniones, asociaciones y disciplina de costumbres». En el art. 2 atribuyó a los Delegados de Orden Público el control en materia exclusiva y estricta de orden público. El posterior Decreto de 5 de enero de 1939 suprimió las Delegaciones Provinciales de Orden Público y estableció en todos los Gobiernos civiles una Secretaría de Orden Público, luego suprimida por Decreto de 2 de septiembre de 1941, que creó un Negociado de Orden Público en los Gobiernos civiles de las provincias que no fueran cabecera de las Jefaturas Superiores de Policía que tenían carácter territorial pluriprovincial.

La intervención gubernativa en el orden público se despliega en dos órdenes principales, la autorización previa y la sanción, en su caso. Siguiendo este criterio, el Negociado de Orden Público entendía de los expedientes de autorizaciones en el marco general del Reglamento de Policía de Espectáculos para la apertura y funcionamiento de bares, cafeterías y similares: celebraciones deportivas, acampadas y, en general, la autorización de actos que comportaran la presencia masiva de personas de carácter deportivo, festivo, etc. y las cuestaciones y suscripciones públicas.

La Exposición de motivos de la Orden de 24 de julio de 1961, por la que se aprueba el Reglamento Provisional de los Gobiernos civiles, constata que se había establecido espontáneamente y por imperativo de la práctica una estructura más o menos homogénea, de acuerdo también con criterios dados en esporádicas circulares e instrucciones orientadas en su mayoría más hacia lo funcional que hacia lo orgánico. De ahí que a través de la misma se produzca una mayor homogeneización estructural.

Con el Reglamento de Espectáculos Públicos de 1935, como se ha visto anteriormente, tiene lugar la primera normativa general de ámbito estatal sobre la materia, en aras a la consecución de mayor homogeneidad y seguridad jurídica, al tiempo que uniformidad sobre la misma. Dicha homogeneidad se pretendía en diversos frentes: en el ámbito técnico (requisitos que debían reunir los establecimientos); en el orden moral (se establecían disposiciones específicas sobre censura previa, tanto en el periodo republicano como en el régimen posterior tras la Guerra Civil); en el plano procedimental de actuación administrativa; así como en los aspectos organizativos y competenciales.

Al amparo del Reglamento de Espectáculos de 1935, para la apertura de todo local de nueva planta o reformada destinado a espectáculos o recreos públicos era preciso que la empresa solicitara la autorización del Director general de Seguridad en Madrid, del Gobernador civil en las capitales de provincia y del alcalde en las demás poblaciones (art. 1). Cuando se trataba de espectáculos públicos al aire libre fuera de Madrid y demás capitales de provincia, y cuando aquéllos pudieran comprometer el orden público, los alcaldes debían solicitar el permiso del Director general de Seguridad en la provincia de Madrid y del Gobernador civil en las demás (art. 2).

Por consiguiente, la normativa precedente partía de la consideración de otorgar las facultades de intervención administrativa, en los municipios que no fueran capitales de provincia, a los ayuntamientos a través de los alcaldes, sin perjuicio de la intervención del Estado a través de diversas modalidades, derivado de la ausencia de autonomía local. Así, era una institución habitual en la época la censura de las obras (cinematográficas, teatrales...); para que el ayuntamiento concediera licencia de construcción o reforma de los edificios o localidades destinadas a espectáculos públicos, el proyecto había de ser remitido al Director general de Seguridad en Madrid y Gobernador civil en las demás provincias, para su aprobación, quienes a su vez oirán a la Junta Consultiva de Espectáculos  (28) ; y las medidas, prevenciones y resoluciones que adoptaran los alcaldes en poblaciones no capitales de provincia, con arreglo a las facultades que les confería el Reglamento, debían ser comunicadas dentro de las veinticuatro horas siguientes a su adopción, al Gobernador civil de la provincia, quien en el plazo de ocho días podía suspenderlas, rectificarlas o dejarlas sin efecto. La resolución del Gobernador civil y, cuando fueran firmes, las de los alcaldes, eran recurribles ante el Director general de Seguridad, contra cuya resolución cabía recurso de alzada ante el Ministro de la Gobernación («Disposición General» del Reglamento de Espectáculos de 1935, ubicada al final del mismo).

La situación cambia a partir de la Constitución de 1978, efectuándose un ajuste al nuevo sistema territorial del poder a través del Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de 1982 (cuando no habían aparecido todavía las leyes autonómicas sobre espectáculos públicos y actividades recreativas, al amparo del título competencial en materia de seguridad pública y el entendimiento del Estado sobre la viabilidad constitucional de dictar ex novo derecho supletorio, con la finalidad principal de colmar dichas lagunas normativas). De hecho, la Exposición de Motivos de dicho Reglamento señala que el mismo se mantiene estrictamente en el ámbito de la seguridad ciudadana y es por tanto escrupulosamente respetuoso de las competencias que corresponden a los distintos departamentos ministeriales, a las comunidades autónomas y a las corporaciones locales, cuyas atribuciones se salvan expresamente, con carácter general, en el artículo uno, y con carácter particular y concreto, en otros preceptos de su articulado.

En este sentido, el protagonismo de intervención autorizatoria administrativa lo asumen los Ayuntamientos a través de los alcaldes, siendo calificado el acto administrativo de intervención como licencia municipal (tanto para la construcción o reforma de establecimientos como para la licencia de funcionamiento de las instalaciones y apertura al público, según resulta de los arts. 36 y 40). En lo que respecta a la intervención de las autoridades estatales, desaparece como es obvio la censura previa, y en lugar de aprobar el espectáculo/actividad y establecimiento, con carácter previo, se preveía la intervención del Gobierno civil, al que se debía remitir un ejemplar de cada documentación presentada por el interesado y copia del expediente que hubieran instruido los Ayuntamientos, el cual, si lo estimaba necesario, podía comunicar a la Alcaldía los condicionamientos de la licencia que considere procedentes en garantía del cumplimiento de la normativa vigente sobre espectáculos y recreos públicos, para la protección de la seguridad ciudadana y el mantenimiento del orden público.

Resulta obvio que en las posteriores leyes de espectáculos públicos y actividades recreativas dictadas por las comunidades autónomas esta intervención de informe previo de una autoridad estatal desaparece, siendo sustituida en algunas comunidades autónomas por un informe de la Administración autonómica, quedando relegada la intervención de autoridades estatales en la materia a los ámbitos estrictos de seguridad ciudadana, a través de la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de ámbito estatal, siendo discutible que puedan ejercitar parte de las potestades sancionadoras que afecten a espectáculos públicos y actividades recreativas o, en general, apertura de establecimientos, que prevé la LOPSC, por cuanto en virtud de la disposición adicional 2.ª dichas competencias y potestad vendrían atribuidas a la Administración autonómica, como ocurre en Andalucía, a través de la Ley 13/1999, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, y en lo que afecta a las actividades sujetas a prevención y control ambiental, la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental. La propia Ley 13/1999, citada, no refleja o hace mención a intervención alguna de la Administración estatal, si bien resulta dudoso, de todas formas, que una ley autonómica pudiera contemplar competencias administrativas o ejecutivas de la Administración estatal.

2.  Las competencias ejecutivas de las comunidades autónomas sobre espectáculos públicos y actividades recreativas y de ocio

Siguiendo el principio reflejado en la normativa estatal precedente, esto es, el Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de 1982, la mayor parte de las comunidades autónomas ha dictado una Ley sobre la materia, como puede consultarse en el Anexo normativo incluido al final de la presente obra, de igual nombre -con algunos matices- e igualmente las mismas han dictado normas reglamentarias de desarrollo. Tal ocurre con los reglamentos de catalogación de espectáculos y actividades y establecimientos públicos; admisión de personas a establecimientos públicos; vigilancia y seguridad; seguros de responsabilidad civil; espectáculos y actividades ocasionales o extraordinarias; hojas de reclamaciones; inspección, control y régimen sancionador; etc., de los que se hace mención igualmente en el Anexo normativo citado.

En lo que respecta a la asignación de competencias administrativas, el grueso de las mismas se centra en los municipios, de conformidad con el principio de autonomía local consagrado en la Constitución de 1978, esgrimiéndose como técnica de intervención administrativa la autorización previa, siguiendo la estela del Reglamento estatal de 1982. Igualmente, la Administración autonómica se reserva la intervención en algunas autorizaciones administrativas de carácter especial, ya lo sean en cuanto a su extensión o ámbito territorial o en cuanto a la especialidad del espectáculo o actividad recreativa (como suele ocurrir con los espectáculos taurinos), sin perjuicio del establecimiento de potestades de intervención subsidiaria en los casos de inacción municipal.

En el plano de las potestades de control, seguimiento, inspección y sanción en la materia, las leyes de espectáculos públicos y actividades recreativas de las comunidades autónomas también contemplan la intervención de la Administración autonómica en ciertos casos, ya lo sea de manera directa (cuando ostentan la competencia administrativa para la autorización) o indirecta (ya sea por vía de colaboración con los municipios o por actuación subsidiaria).

De esta manera, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Ley 13/1999, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas establece el reparto competencial entre la Administración autonómica y los municipios en los arts. 5 y 6 de la misma, con carácter respectivo.

El primero de los preceptos citados recoge una cláusula de remisión general a la legislación sectorial que resultara de aplicación, poco precisa («sin perjuicio de cualesquiera otras competencias que tengan atribuidas»), y por demás, superflua según resulta de una aplicación sistemática del derecho.

Dicho lo anterior, el art. 5 atribuye a la Administración de la comunidad autónoma:


	
1.- Aprobar mediante Decreto el catálogo de espectáculos, actividades recreativas y tipos de establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, especificando las diferentes denominaciones y modalidades que se someterán a las preceptivas licencias y autorizaciones, el cual ha sido aprobado por Decreto 78/2002, de 26 de febrero, por el que se aprueban el Nomenclátor y el Catálogo de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA de 30 de marzo; corrección de errores, BOJA de 18 de mayo); y Decreto 316/2003, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Epígrafe III.2.9.c) del Anexo II del Decreto 78/2002 (BOJA de 2 de diciembre). 

	
2.- La definición de las diversas actividades y diferentes establecimientos públicos en función de sus reglas esenciales, condicionamientos y prohibiciones que se considere conveniente imponer para la celebración o práctica de los espectáculos públicos y actividades recreativas. 

	
3.- Dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de las normas reguladoras de las materias objeto de la presente Ley  (29) . 

	
4.- Establecer los horarios de apertura y cierre de los establecimientos públicos sujetos a la Ley, o incluidos en el ámbito de aplicación de la misma  (30) . 

	
5.- Establecer los requisitos y condiciones reglamentarias de admisión de las personas en los mencionados establecimientos públicos  (31) . 

	
6.- Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder a los municipios respecto de la concesión de licencias de apertura, conceder las autorizaciones de funcionamiento preceptivas y necesarias para el desarrollo y explotación de aquellas actividades recreativas o espectáculos públicos en cuya normativa específica se exija la concesión previa de las mismas por la Administración autonómica. Podría ser el caso de una actividad recreativa o espectáculo sujeto a un instrumento de prevención y control ambiental de competencia autonómica (como podría ocurrir con la Autorización Ambiental Unificada), que requiere autorización o resolución ambiental con carácter previo a la instalación, previendo igualmente la comprobación previa administrativa en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental. 

	
7.- Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder a los municipios, autorizar la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas cuya normativa específica exija su concesión por la Administración autonómica y, en particular, los espectáculos taurinos  (32)  en sus diferentes modalidades, las actividades y establecimientos destinados al juego y apuestas, las actividades recreativas cuyo desarrollo discurra por más de un término municipal  (33) , así como aquellos singulares o excepcionales que no estén reglamentados o que por sus características no pudieran acogerse a los reglamentos dictados o no estén catalogados. 

	
8.- Controlar, en coordinación con los municipios, los aspectos administrativos y técnicos de los espectáculos públicos y actividades recreativas, así como los de las empresas que los gestionen. 

	
9.- Las funciones de policía de espectáculos públicos y actividades recreativas, sin perjuicio de las que les correspondan a los municipios, así como la inspección y control de los establecimientos públicos destinados a la celebración de espectáculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autorizaciones sea competencia de la Administración autonómica. No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 6.8 de la presente Ley, le corresponderá a la Administración autonómica la inspección y control de los espectáculos o actividades recreativas que se desarrollen en establecimientos públicos de aforo superior a setecientas personas  (34) . 

	
10.- La prohibición o suspensión de espectáculos públicos y actividades recreativas, sujetos a autorización autonómica, en los supuestos previstos en el art. 3 de la presente Ley. 

	
11.- El ejercicio, de forma subsidiaria y de conformidad con lo dispuesto en el art. 60 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, de las competencias de policía y la actividad inspectora que en esta materia corresponda a los municipios, que tras haber sido instados para ello por los órganos competentes de la Consejería de Gobernación y Justicia no se hayan ejecutado. 

	
12.- Dentro del procedimiento administrativo seguido en los municipios para el otorgamiento de la licencia de apertura de establecimientos públicos destinados a desarrollar actividades sometidas a la ulterior obtención de las correspondientes autorizaciones autonómicas, emitir informe con carácter vinculante sobre la adecuación de las instalaciones a la naturaleza de la actividad que se pretende desarrollar en los mismos. 

	
13.- Informar preceptivamente de los proyectos de disposiciones municipales que incidan en los horarios de apertura y cierre de los establecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente Ley, en los casos en que el Ayuntamiento sea competente para regular los mismos. 

	
14.- Cualquier otra que le otorguen los específicos reglamentos de los espectáculos públicos o de las actividades recreativas, de conformidad con la presente Ley. 



Por consiguiente, las competencias de la Administración autonómica abarcan, de manera resumida, los siguientes aspectos:


	
1.° Con carácter general, las competencias son de índole normativo, de desarrollo de la Ley 13/1999, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, en sus distintos ámbitos o subsectores. Ello sin perjuicio de las competencias normativas de los municipios, que deberán respetar las disposiciones autonómicas. 

	
2.° En el aspecto autorizatorio, la Administración autonómica se ha venido diseñando a través de una intervención directa en materia de espectáculos taurinos, juego y apuestas, las actividades recreativas cuyo desarrollo discurra por más de un término municipal, así como aquellos singulares o excepcionales no reglamentadas. 

	
3.° En el plano de la inspección, control y régimen sancionador, se ha venido estableciendo una cierta compartición (concurrencia) con los Ayuntamientos, siendo un exponente de dicha interrelación el Plan General de Inspección de Establecimientos Públicos previsto en el Decreto 165/2003, citado  (35) . 



3.  Las competencias ejecutivas de los entes locales sobre espectáculos públicos y actividades recreativas y ocupación del tiempo libre

3.1.  Estudio general

Como se ha visto anteriormente, los orígenes de intervención administrativa en materia de espectáculos, como ocurre con otras tantas figuras administrativas, se generaron en las instituciones locales, con mayor o menor intervención de la Administración estatal.

En el intervencionismo estatal es destacado el papel que a lo largo de los siglos xix y xx asume el Gobierno estatal central a través de la Administración de Gobernación, como ya hemos tenido ocasión de analizar.

En lo que respecta a las competencias de los municipios en el régimen anterior a la Constitución de 1978, como se ha visto quedaban reguladas por el Reglamento de Espectáculos de 1935, que atribuía las competencias de autorización de los espectáculos públicos y actividades recreativas en las poblaciones rurales y ciudades medias (por tanto, se excluían las capitales de provincia, que estaban asignadas a las autoridades estatales). No obstante, el ejercicio de las competencias por parte de los alcaldes respectivos y, como también ha sido dicho, estaba mediatizado por el intervencionismo estatal, fruto de una concepción no autónoma del régimen local.

Con la Constitución de 1978 la situación cambia, por cuanto el texto constitucional preconiza la autonomía como principio de organización territorial (art. 137). Dicha autonomía, a través de la doctrina del Tribunal Constitucional se orienta hacia un derecho de participación en la gestión de una parte importante de asuntos públicos, a través de la conocida doctrina de la garantía institucional de la autonomía local. Ello en gran parte es debido a que la propia Constitución establece el principio de autonomía pero no asigna ni una sola competencia a los entes locales, quedando diferida dicha labor al poder legislativo, tanto estatal como autonómico, en función al reparto constitucional de competencias derivado del bloque de constitucionalidad.

Esta doctrina sobre el sistema competencial de los entes locales tuvo reflejo en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL). Como señala la Exposición de Motivos de la misma, «salvo algunas excepciones son raras las materias que en su integridad puedan atribuirse al exclusivo interés de las corporaciones locales, lógicamente también son raras aquellas en las que no exista interés local en juego». Afirma igualmente que «el derecho de las Corporaciones locales a intervenir, con la intensidad y alcance máximos... que permita la implicación relativa de los intereses de las diferentes colectividades territoriales en cualesquiera de dichos asuntos públicos».

A estos efectos resulta de importancia la cita del art. 84 de la LRBRL, que en su redacción originaria se encontraba estructurado en dos apartados, a través de los cuales se recogían los medios o técnicas de intervención administrativa de la actividad de los ciudadanos: a) Ordenanzas y bandos; b) Sometimiento previo a licencia y otros actos de control preventivo; y c) Órdenes individuales constitutivas de mandato para la ejecución de un acto o la prohibición del mismo.

Con la reforma a la LRBRL efectuada por la Ley 11/1999, de 21 de abril, integrante del denominado Pacto Local, se añade un apartado 3 al art. 84, que resulta del siguiente tenor: «Las licencias o autorizaciones otorgadas por otras Administraciones públicas no eximen a sus titulares de obtener las correspondientes licencias de las Entidades locales, respetándose en todo caso lo dispuesto en las correspondientes leyes sectoriales».

De esta manera quedaban revalidadas las competencias y potestades asignadas a los entes locales por el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, el cual establecía en sus arts. 21 y 22 la sujeción a licencia de los actos de transformación y usos del suelo (licencias urbanísticas) y la apertura de establecimientos industriales y mercantiles (licencias de actividad), con anterioridad a su modificación por el Real Decreto 2009/2009.

Ya más recientemente, la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, ha reformado el art. 84 LRBRL, en la forma que más adelante tendremos ocasión de explicar.

En el plano competencial, el art. 25 de la LRBRL, siguiendo la doctrina de la garantía institucional de la autonomía local mencionada, determina que el municipio ejercerá en todo caso competencias, en los términos de la legislación del Estado y de las comunidades autónomas, en una serie de materias que se listan, entre las que destacamos las siguientes por su relación con la autorización y control de espectáculos públicos y actividades recreativas y de ocio, tanto en recintos cerrados como en espacios abiertos: seguridad en lugares públicos [art. 25.2.a)]; ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas [art. 25.2.b)]; protección civil, prevención y extinción de incendios [art. 25.2.c)]; protección del medio ambiente [art. 25.2.f)]; ferias y defensa de los consumidores y usuarios [art. 25.2.g)]; protección de la salubridad pública [art. 25.2.h)]; participación en la gestión de la atención primaria de la salud [art. 25.2.i)]; alumbrado público, servicios de limpieza viaria y recogida de residuos [art. 25.2.l)]; actividades o instalaciones deportivas, ocupación del tiempo libre y turismo [art. 25.2.m)].

Según esto, una de las materias en las cuales los municipios tienen que tener un ámbito de autonomía para poder desplegar políticas públicas propias son las actividades de ocio u ocupación del tiempo libre, lo cual debe entenderse tanto en un plano de fomento como de intervención administrativa, por lo que puede afirmarse que la actividad de ocio es materia que afecta al círculo de intereses para cuya gestión los municipios gozan de autonomía. Debe tenerse presente que la verdadera dimensión de tales competencias propias se dibuja en la legislación básica y sectorial reguladora de cada una de las materias, si bien el diseño definitivo de la participación municipal no debe quedar soslayado, en tanto que puedan ejercitar sus propias políticas públicas, y a través de las distintas formas de actividad tradicionalmente mantenidas (fomento, prestación de servicios e intervención administrativa, y aun ésta, en sus distintas manifestaciones: potestad de normación, autorizaciones y licencias municipales en aquellos casos que persistan, verificación posterior en actividades comunicadas, control e inspección y potestad sancionadora).

Así las cosas y en lo que respecta a la legislación específica reguladora del sector de espectáculos públicos y actividades recreativas y otras actividades de ocio, tanto la legislación estatal contenida en el REPAR de 1982 y en la LOPSC de 1992  (36) , como las leyes autonómicas asignan una importante participación de los municipios en el ejercicio de facultades de intervención administrativa. A continuación se exponen las competencias sobre dichos sectores desde el enfoque de las potestades de intervención y la incidencia de la Directiva de Servicios sobre las clásicas técnicas autorizatorias de intervención.

3.2.  Potestad normativa local sobre espectáculos públicos y actividades recreativas

Hemos tenido ocasión de comprobar que las ordenanzas locales, como Derecho propio de los poderes locales en las distintas épocas anteriores al Estado contemporáneo adquirieron un papel de gran importancia a la hora de precisar la gobernación de las ciudades, entendida originariamente como policía urbana.

Ya en tiempos más recientes, en el régimen anterior a la Constitución de 1978 existían numerosos ejemplos de Ordenanzas de Policía y Buen Gobierno  (37)  que a fecha de hoy han evolucionado, pero de alguna manera, resurgido, por la propia necesidad de controlar determinadas actividades de ocio especialmente incívicas y molestas en espacios abiertos, como ocurre con las ordenanzas de convivencia ciudadana y del ocio que actualmente se publican en los Boletines Provinciales de todo el territorio estatal  (38) .

Igualmente, las entidades locales y, en particular, los municipios, deben poder ejercer sus potestades normativas mediante ordenanzas o las disposiciones normativas oportunas  (39) , dentro de sus competencias, para fijar las condiciones y límites de establecimiento y apertura de establecimientos e instalaciones de los espectáculos públicos y las actividades recreativas y de ocio en espacios abiertos. Así viene recogido con carácter general en el art. 6 de la Ley 4/2000, de 25 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de La Rioja.

No obstante, la potestad de dictar normas por parte de los municipios debe efectuarse dentro de las competencias locales y de conformidad con las leyes autonómicas del sector, por lo que en caso contrario pueden resultar viciadas de nulidad de pleno derecho. Un ejemplo de declaración de nulidad de una ordenanza municipal que no contempla los parámetros previstos en las normas legales de aplicación puede verse en la STSJ de Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1.ª, de 26 de noviembre de 2007, Rec. núm. 807/2003 [LA LEY 280840/2007].

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, los municipios con arreglo al art. 6 de la Ley 13/1999, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas pueden establecer con carácter excepcional u ocasional horarios especiales de apertura y cierre de establecimientos dedicados a espectáculos públicos o a actividades recreativas dentro del término municipal y, de acuerdo con los requisitos y bajo las condiciones que reglamentariamente se determinen (apartado 7). Dicho precepto se complementa con lo establecido en el apartado 13 del art. 5 de la Ley, que determina que la Administración autonómica informará preceptivamente los proyectos de disposiciones municipales que incidan en los horarios de apertura y cierre de los establecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente Ley, en los casos en que el Ayuntamiento sea competente para regular los mismos.

Como se ha mencionado anteriormente, uno de los fenómenos jurídicos de mayor envergadura y afección a la vida local de nuestros días viene de la mano de la transposición en el Estado de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios de mercado interior, conocida de manera abreviada como Directiva Servicios, y de una manera más coloquial, Directiva Bolkestein, por el nombre del Comisario Europeo que la propuso en sus inicios, allá por el año 2004, si bien durante su procedimiento de aprobación sufrió diversas mutaciones, como veremos más adelante.

La necesidad de que todo el Ordenamiento español, en un Estado tan complejo desde el punto de vista de la diversidad de fuentes productoras de derecho, se adaptara a los postulados de la Directiva ha supuesto todo un reto, cargado de complejidad, ya que dicha transposición recaía sobre todos los poderes normativos cuyas normas podían verse afectadas por los efectos de la Directiva mencionada.

Esta transposición evidentemente ha afectado en gran medida a las Administraciones locales y, en particular, a los municipios que han venido mostrando tradicionalmente en su actividad administrativa grandes dosis de intervención de carácter autorizatorio sobre la actividad de la ciudadanía, en sus distintas facetas (autorizaciones, licencias, permisos, registros, etc.). La Administración municipal ha sido responsable -y, en gran manera, lo sigue siendo, como se muestra en el ámbito urbanístico- a tenor del sistema de asignación de sus competencias de numerosos actos de intervención administrativa sobre la actividad de los ciudadanos, como lo muestra la propia configuración estructural de una norma que, pese al tiempo transcurrido, responde al esquema clásico de formas de actividad administrativa que en su día propusiera Jordana de Pozas, como es el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955 (40) . Como decía dicho Reglamento en su art. 8, actualmente suprimido por el apartado 2 del artículo único del RD 2009/2009, de 23 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955(BOE de 29 de diciembre), las Corporaciones podrán sujetar a sus administrados el deber de obtener, previa licencia en los casos previstos por la Ley, el presente Reglamento u otras disposiciones de carácter general  (41) .

Como se ha visto, la incorporación de la Directiva de Servicios al ordenamiento jurídico español se ha establecido desde un doble enfoque, horizontal y sectorial. Por un lado, se dictó la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, de transposición de la Directiva y que, como normativa horizontal, ostenta la función de marco jurídico de referencia. Pero también se consideró preciso adaptar las normas sectoriales, tras una evaluación de la normativa existente en numerosos sectores de actividad, tanto en el ámbito estatal, de las comunidades autónomas, de los entes locales y algunos organismos del sector público (universidades y corporaciones de Derecho público, ocupando un lugar destacado las cámaras de comercio y los colegios profesionales)  (42) .

Con el fin de impulsar la transposición de la Directiva de Servicios en lo que a las entidades locales se refería, la Dirección General de Política Económica del Ministerio de Economía y Hacienda y la Dirección General de Cooperación Local del entonces Ministerio de Administraciones Públicas elaboraron una Estrategia de Actuación para la identificación y evaluación de la normativa y procedimientos de las Entidades Locales. Dicha estrategia, adaptada a las particularidades del ámbito local, se asentaba sobre las siguientes consideraciones previas, según se señala en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo del Anteproyecto de Ley sobre libre acceso y ejercicio de actividades de servicios:


	
- Un análisis preliminar de la normativa lleva a pensar que la tipología de ordenanzas es muy parecida en los municipios de similar tamaño y circunstancias. 

	
- Algunos municipios, sobre todo los más pequeños y con menos recursos, pueden encontrar dificultades a la hora de identificar, de evaluar y de modificar la normativa afectada por la Directiva. 



En consecuencia, la estrategia que se proponía para facilitar la identificación y evaluación a las entidades locales comprendía las siguientes actuaciones:


	
- Realización de un estudio para la detección de los ámbitos sectoriales en los que existen Ordenanzas potencialmente afectadas por la Directiva de Servicios. Dicho estudio se realizó sobre una muestra de municipios y otras entidades locales, seleccionados por su diferente complejidad de organización y capacidad de gestión. 

	
- Realización de un manual práctico de evaluación específico dirigido a las entidades locales, tomando como referencia la información obtenida en el estudio mencionado en el apartado anterior. 

	
- Difusión del Manual a todas las entidades locales, y organización de las jornadas técnicas que se estimen oportunas. La fecha de difusión del Manuel se retrasó, al estar prevista inicialmente par noviembre de 2008. Finalmente, el Manual quedó editado en febrero de 2009, bajo el nombre Directiva de Servicios: Manual de Evaluación para las Entidades Locales. Guía orientativa para la evaluación de la normativa potencialmente afectada por la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, editado por Ministerio de Administraciones Públicas -Secretaría General Técnica y Ministerio de Economía y Hacienda- Centro de Publicaciones, 1.ª edición, febrero 2009. 



La Ley 17/2009 sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio supone un nuevo marco regulatorio en el que operarán los prestadores de servicios a través de las siguientes innovaciones, los cuales deben ser tenidos en cuenta por las entidades locales en los grupos de trabajo creados en su ámbito para la transposición de la Directiva y adecuación de la normativa de producción propia local:


	
- Se establecen criterios de actuación para las Administraciones públicas cuando se enfrentan a la tarea de diseñar una nueva regulación. 

	
- Por regla general suprime las autorizaciones y, si es necesario, las sustituye por notificaciones, reduciendo así las trabas y obstáculos al acceso y ejercicio de una actividad de servicios. 

	
- Establece directrices para la cooperación de las distintas Administraciones y autoridades competentes de otros Estados miembros. 

	
- Establece un programa de simplificación administrativa. 

	
- Refuerza los derechos de los consumidores. 



Como precisa el Manual para la Evaluación de las entidades locales, es importante que las entidades locales tengan en cuenta que existen tres principios que deberían inspirar el proceso de transposición:


	
- Aplicar un enfoque ambicioso para alcanzar ganancias de competitividad en relación con los otros Estados miembros, aprovechando al máximo la fuerza y el impulso reformador que contiene el anteproyecto  (43) . 

	
- La responsabilidad en las tareas de transposición corresponde a cada Administración en el ámbito de sus competencias. En efecto, el ejercicio de incorporación al Derecho interno de las disposiciones del anteproyecto  (44)  debe tener en cuenta el reparto de competencias existente dentro del Estado. Por tanto, compete a cada Administración (incluidas las entidades locales en lo referente a su normativa, por lo que se reconoce el importante papel de los entes locales en la fase descendente de implementación del derecho de la Unión Europea) garantizar una completa y rigurosa aplicación del anteproyecto en el ámbito de sus competencias. 

	
- Debe existir una estrecha colaboración entre las Administraciones implicadas. Esto resulta esencial teniendo en cuenta que el anteproyecto en un primer momento y, posteriormente, la Ley 17/2009, tiene un marcado carácter horizontal (abarca competencias de todos los ministerios) y vertical (afecta a los tres niveles de la Administración: estatal, autonómico y local). Tal colaboración se ha venido instrumentando por medio del Grupo de Trabajo Interministerial para la Transposición de la Directiva de Servicios, en el que han participado todos los Ministerios, así como a través del establecimiento de una red de interlocutores únicos ministeriales, de CC.AA. y de la FEMP (Federación Española de Municipios y Provincias). 



Asimismo, conviene también destacar entre los principios que contenía el anteproyecto que se materializaron en la Ley 17/2009, los objetivos que han imperado a la hora de elaborarlo y que deben ser los que orienten la evaluación de la normativa:


	
- Esto significa que deberán eliminarse aquellas autorizaciones administrativas que no estén justificadas por razones de interés general, o sean innecesarias para atender esos fines (sustituyéndose, cuando sea necesario, por notificaciones  (45) , o declaraciones responsables), se suprimirán los requisitos discriminatorios o desproporcionados para el fin que persiguen, se reducirán otras cargas administrativas para los prestadores de servicios (inscripciones en registros, renovación de autorizaciones, duplicación de trámites para la apertura de nuevos establecimientos, etc.). 

	
- Impulso al proceso de simplificación de los trámites que deben llevar a cabo los prestadores de servicios procedente de: 
	
· Revisión de los procedimientos y trámites que finalmente se mantienen tras el proceso de evaluación, para que sean claros e inequívocos, objetivos, transparentes, proporcionados al objetivo de interés general, se den a conocer con antelación e incorporen el silencio administrativo positivo. 

	
· Aprovechamiento del potencial de las tecnologías de la información y en concreto el establecimiento de una ventanilla única a través de la cual cualquier ciudadano podrá obtener la información y realizar los trámites necesarios para la puesta en marcha de una actividad de servicios telemáticamente, tanto si desea establecerse en España, como en cualquier país de la Unión Europea. 





	
- Mayor coordinación entre las distintas Administraciones (estatal, autonómica y local) que facilitará la tramitación a la ciudadanía. 

	
- Impulso a la cultura de la buena regulación en torno a una serie de principios básicos: justificación, proporcionalidad y no discriminación. 

	
- Mejora de la protección de los derechos de los consumidores y usuarios de los servicios. 



Los pasos a seguir que determina el Manual de Evaluación para las entidades locales para poder alcanzar una correcta incorporación del anteproyecto (posteriormente aprobado como Ley 17/2009, de 23 de noviembre) a la normativa de las distintas entidades locales son  (46) :

Etapa I: Analizar detenidamente toda la normativa local y determinar si está o no afectada por la Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Etapa II: Evaluar la normativa que se considere bajo el ámbito de aplicación y determinar qué deberá modificarse para adaptarla a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Etapa III: Proceder a la modificación de la normativa.

3.3.  El impacto de la Directiva de Servicios en la potestad de autorización administrativa municipal (licencia)

Se ha generalizado en las leyes de espectáculos públicos y actividades recreativas que los mismos se canalicen a través de licencias atribuidas a los municipios. Ello ocurre tanto en lo que respecta a los espectáculos y actividades de carácter permanente como a los ocasionales  (47) , ya lo sean en establecimientos públicos permanentes o eventuales, sin perjuicio de los denominados espectáculos y actividades extraordinarias.

Las áreas que se han detectado con mayor volumen de afección potencial a la nueva normativa sobre servicios derivada de la Directiva 2006/123, son medio ambiente, el sector agropecuario, comercio, turismo, salud, transportes, energía, espectáculos públicos y actividades recreativas, sociedad de la información y comunicaciones. Y precisamente la afección mayor radica en el necesario enjuiciamiento sobre la pervivencia de la clásica autorización (expresada comúnmente como licencia) en los distintos sectores de prestación de servicios.

No obstante, las competencias locales, y en particular municipales, en materia de intervención sobre actividades, recaen en gran parte sobre el establecimiento entendido como espacio físico. La afección a la Directiva, por consiguiente, se atempera en algunos casos, porque las competencias esenciales en que participan los municipios versan sobre urbanismo, medio ambiente, y seguridad u orden público. Por el contrario, sectores como el comercio y el turismo, cuyas competencias recaen mayoritariamente sobre la Administración autonómica, han sido objeto de un mayor impacto reflejado en las normas aprobadas hasta la fecha de transposición, y por arrastre, las normas y procedimientos locales que tomen razón de las normas autonómicas objeto de adaptación.

Dada la interrelación entre las autorizaciones municipales en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas y establecimientos públicos, las autorizaciones ambientales y las clásicas licencias de instalación de actividad y/o apertura, únicamente podría entenderse que persisten las licencias o autorizaciones sobre establecimientos en su concepción física, no referidos tanto a requisitos subjetivos del empresario, ni objetivos de la actividad a realizar, sino en cuanto a su implantación y su afección urbanística, ambiental y de seguridad.

En este sentido, son ya las numerosas comunidades autónomas donde se ha sustituido a través de distintas técnicas legislativas, la autorización previa de la actividad (la clásica licencia de apertura), con respecto a las actividades denominadas convencionalmente como «inocuas», esto es, las no sujetas a una clasificación o nomenclátor por la legislación sectorial de protección o intervención reforzada, por otras técnicas de intervención administrativa de colaboración ciudadana, como es el caso de las figuras básicas estatales de comunicación previa y declaración responsable, seguidas de procedimientos de verificación posterior. De todas formas, estas modalidades de intervención administrativa no pueden considerarse como nuevas, por cuanto tanto los Poderes legislativos -estatal y autonómicos- como la jurisprudencia ya contemplaban la comunicación previa en algunos ámbitos. Es el caso del art. 42.1, párrafo 3.° de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, así como las comunicaciones previas en el ámbito de obras menores, así como la comunicación prevista en el art. 13 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones locales de 1955 como único requisito para la transmisibilidad de las licencias relativas a las condiciones de una obra, instalación o servicio, como certeramente viene postulando la jurisprudencia. Y este debate viene además extendiéndose a otros sectores de intervención administrativa, como es el caso de los espectáculos públicos, establecimientos públicos y actividades recreativas.

Para evitar una posible interpretación favorable a la pervivencia de licencias municipales sobre actividades económicas de naturaleza no meramente urbanística, y más sobre las de servicios, por parte del Estado, tras un previo Acuerdo adoptado en Consejo de Ministros en sesión de 12 de junio de 2009, sobre la adecuación de la normativa reglamentaria a los Proyectos de Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio y de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, se ha procedido a una modificación parcial del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 1955, a través del Real Decreto 2009/2009, de 23 de diciembre. Como expresa Bullejos Calvo (48) , el Reglamento de Servicios de 1955 ha venido siendo considerado tradicionalmente por la doctrina como de alcance supletorio, por lo que resultaba afectado por la doctrina del Tribunal Constitucional recaída sobre el art. 149.3 de la Constitución Española de 1978, sobre el derecho estatal supletorio. Derivado de diversas consultas a las comunidades autónomas y a las entidades locales, y en aras al principio de seguridad jurídica, el Estado ha optado por derogar alguno de sus preceptos (los arts. 8 y 15.2 por su carácter manifiestamente incompatibles con la nueva redacción de la Ley 7/1985, de 2 de abril, así como con el contenido y principios de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre), así como modificar los arts. 5 y 22.1 de dicho Reglamento, exclusivamente con el fin de adecuar su contenido a lo previsto en la mencionada modificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y sin menoscabo de las competencias normativas que corresponden a las comunidades autónomas y de la autonomía local  (49) . La cláusula de supletoriedad contenida en el art. 149.3 de la Constitución no es atributiva de competencias, sino una directriz hermenéutica para el operador, intérprete o aplicador del Derecho. No habilita para crear nuevo Derecho supletorio, entendiéndose que sí se posibilita el ajuste a la legislación estatal básica vigente. No otra cosa es lo que hace ahora el Real Decreto 2009/2009: modifica el Reglamento de Servicios de 1955 a los únicos efectos de ajustarlo a disposiciones básicas estatales. Es, por tanto, una norma de remisión, sin contenido propio, pero elimina del ordenamiento jurídico preceptos y modaliza otros, aun supletorios, que podían transgredir el nuevo sistema jurídico derivado de la Directiva de Servicios. Recuérdese que los preceptos afectados universalizaban un control administrativo previo municipal a través de licencia para la apertura de establecimientos industriales y mercantiles  (50) , de lo cual era claro exponente el art. 22.1 del Reglamento de Servicios. Lo cierto es que aun cuando no se hubiera modificado el art. 22.1 del Reglamento de Servicios era claramente contradictorio en lo que respecta a las actividades de servicios, con los postulados de la Directiva 2006/123, y con el principio de reserva de ley recogido ahora en el art. 5 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre. No resulta admisible hoy día un control administrativo de carácter previo sobre actividades de servicios, dado su carácter excepcional y amparado únicamente en razones imperiosas de carácter general. No obstante, en aras a la seguridad jurídica, como se ha mencionado, se opta por establecer una norma de remisión a la legislación básica estatal. Dice así ahora el art. 22.1 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, con la redacción dada por el Real Decreto 2009/2009: «La apertura de establecimientos industriales y mercantiles podrá sujetarse a los medios de intervención municipal, en los términos previstos en la legislación básica en materia de régimen local y en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio».

Como se ha mencionado, es destacable igualmente del nuevo régimen jurídico derivado de la transposición en el Estado español de la Directiva de Servicios, el establecimiento de una reserva de ley en el art. 5 de la Ley 17/2009, sobre el libre acceso de las actividades de servicios y su ejercicio. De conformidad con esta reserva de ley, y en tanto no se modifiquen la normativa autonómica sobre espectáculos públicos y actividades recreativas, y en tanto que la mayor parte de las comunidades autónomas tienen regulada la materia en normas con rango de ley, pueden entenderse vigentes las autorizaciones sobre estas actividades y los establecimientos en que se ejercen en su aplicación práctica del ejercicio de sus competencias por los entes locales, pero es evidente que la Directiva de Servicios afecta a este sector  (51) , por lo que el mantenimiento de este régimen jurídico de intervención administrativa precisaría de justificación -incluso a nivel legislativo-, en base a una razón imperiosa de interés general, entre las permitidas por la jurisprudencia comunitaria y la propia Directiva de Servicios. Así lo ha entendido, a título de ejemplo, la Ley de la CA de Cataluña 11/2009, de 6 de julio, de regulación administrativa de los espectáculos públicos y actividades recreativas, justificando la pervivencia de autorizaciones e introduciendo en algunos casos las figuras de intervención administrativa de comunicación previa y declaración responsable.

Asimismo, en lo que respecta a la implantación de nuevas tecnologías derivadas de la Administración electrónica, que tuvieron como avanzada la Ley 11/2007, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, se potencia la ventanilla única para garantizar el libre acceso y ejercicio de las actividades de servicios. En este ámbito, está prevista la firma de un convenio marco de colaboración de la FEMP con el Consejo Superior de los Colegios de Arquitectos de España (CSCAE) para posibilitar la incorporación de mejoras en los procedimientos de otorgamiento de licencias municipales. Entre otras cuestiones, el convenio prevé la adopción de un procedimiento conjunto entre los distintos colegios de arquitectos y los Ayuntamientos para la obtención por vía electrónica de un visado de control de calidad técnica de proyectos que hayan de ser objeto de licencias administrativas de diferentes tipos. Los Ayuntamientos que se adhieran a dicho convenio, deberán facilitar la normativa urbanística al correspondiente Colegio de Arquitectos; resolver las solicitudes de licencia que incorporen el visado de control de calidad técnica emitido por el Colegio de Arquitectos en un plazo máximo de dos meses; así como promover su implantación en el municipio. Este sistema se aplicaría principalmente a las licencias de obras y apertura que se tramiten por vía digital y que permitirían en un solo acto administrativo la verificación del cumplimiento, por parte del proyecto, de los parámetros técnico-normativos de legislación básica, estatal y autonómica. Para ello se trata de enlazar el visado telemático (que ya ofrecen los Colegios como servicio a sus colegiados) poniéndolo en conexión con la licencia electrónica para ciudadanos y promotores, que ya utilizan algunos Ayuntamientos en su tramitación administrativa.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Ley 13/1999, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas dedica un precepto a las competencias de los municipios, y en lo que atañe a los aspectos autorizatorios, podemos distinguir los siguientes grupos:

1.° Competencias del municipio para la autorización de espectáculos y actividades fijos o permanentes: Con arreglo al apartado 1 del art. 6 de la Ley 13/1999, la concesión de las autorizaciones municipales de obra o urbanísticas y de apertura de cualquier establecimiento público que haya de destinarse a la celebración de espectáculos o a la práctica de actividades recreativas sometidas a la presente Ley, de conformidad con la normativa aplicable. Precisamente, el final de dicho precepto ha originado cierto debate en la Comunidad Autónoma de Andalucía. La remisión «de conformidad con la normativa aplicable», en el ámbito urbanístico, no genera problemas de interpretación, por cuanto la legitimidad de la existencia de licencias urbanísticas, tanto de obras como de utilización de establecimientos viene determinada por la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, y más recientemente por el Decreto 60/2010, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía. No otro tanto podría decirse de las licencias sobre la actividad económica, ya no de corte urbanístico; esto es, las clásicas licencias de apertura en sus distintas variantes (para la instalación de la actividad, como el funcionamiento o apertura al público del establecimiento). Y ello es debido a que en la Comunidad Autónoma de Andalucía no existe normativa de regulación expresa de las denominadas «licencias de apertura», pudiendo convertirse la remisión contenida en el art. 6.1 de la Ley 13/1999, a una remisión «al vacío», en tanto que ni la LRBRL ni la nueva redacción del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales en la reforma de 2009 consagran en todo caso la obligatoriedad de licencia de actividad económica para la apertura de dichos establecimientos. Ello ha originado cierto debate, y ha conllevado incluso la emisión de un informe por parte de la Dirección General de Espectáculos Públicos y Juego de la Consejería de Gobernación y Justicia de 18 de marzo de 2010, sobre la incidencia en la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas de Andalucía, de la modificación del régimen de licencias municipales previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, cuyo contenido tendremos ocasión de analizar más adelante, en el Capítulo IV de la presente obra, en el que podemos avanzar que la Dirección General se muestra partidaria de la no exigencia de autorización previa sobre este tipo de actividades económicas y establecimientos públicos, versado tradicionalmente bajo el ropaje de «licencia de apertura», siendo sustituido por la institución de la declaración responsable.

2.° Competencias del municipio para el otorgamiento de autorizaciones de espectáculos y actividades ocasionales: con arreglo al apartado 2 del art. 6 de la Ley 13/1999, el municipio será competente para autorizar, conforme a lo dispuesto en el art. 10.2 de la misma, la instalación de estructuras no permanentes o desmontables destinadas a la celebración de espectáculos públicos o al desarrollo de actividades recreativas  (52) . En alguna otra comunidad autónoma donde se hace expresa mención a los espectáculos y actividades ocasionales en instalaciones eventuales, portátiles o desmontables, la competencia para la autorización de los mismos también se reserva a los municipios  (53) . El art. 4 del Decreto 195/2007 precisa que el Ayuntamiento será competente cuando se trate de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales que se desarrollen o discurran exclusivamente en el término municipal correspondiente. Asimismo, será competente para la concesión de las autorizaciones de instalación de atracciones de feria en espacios abiertos, previa comprobación de que las mismas reúnen las condiciones técnicas de seguridad para las personas, a tenor de la normativa específica aplicable  (54) .

3.° Competencias del municipio para la autorización de espectáculos públicos y actividades recreativas extraordinarios: son aquellos que debidamente autorizados por los Ayuntamientos, se celebren o se desarrollen específica y excepcionalmente, en establecimientos o instalaciones, sean o no de espectáculos públicos y actividades recreativas, previamente autorizados para otras actividades diferentes a las que se pretenden celebrar o desarrollar de forma extraordinaria. Con arreglo al art. 6.5 de la Ley 13/1999 y el art. 4 del Decreto 195/2007, son competencia en todo caso del municipio.

Asimismo, el Ayuntamiento será competente para el establecimiento de limitaciones o restricciones en zonas urbanas respecto de la instalación y apertura de los establecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente Ley, de acuerdo con lo establecido en la misma y en el resto del ordenamiento jurídico aplicable (apartado 4 del art. 6 de la Ley 13/1999).

3.4.  Potestades de inspección, control posterior y régimen sancionador

Las leyes autonómicas sobre espectáculos públicos y actividades recreativas atribuyen con carácter general a los municipios la prohibición o suspensión de espectáculos o actividades, no sujetos a autorización autonómica, así como la inspección y control de los establecimientos públicos destinados a la celebración de espectáculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autorizaciones sea competencia de la Administración municipal. No obstante lo anterior, es generalizado que los órganos de la Administración autonómica puedan suplir la actividad inspectora de los municipios cuando éstos se inhibiesen.

Así, a modo de ejemplo, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía la Ley 13/1999 atribuye a los municipios la prohibición o suspensión de espectáculos públicos o actividades recreativas, no sujetos a autorización autonómica, en los supuestos previstos en el art. 3 de la presente Ley (apartado 6 del art. 6) y las funciones ordinarias de policía de espectáculos públicos y actividades recreativas que competan a los municipios, sin perjuicio de las que correspondan a la Administración autonómica, así como la inspección y control de los establecimientos públicos destinados a la celebración de espectáculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autorizaciones sea competencia de la Administración municipal. Igualmente se prevé que los órganos de la Administración de la Junta de Andalucía puedan suplir la actividad inspectora de los municipios en caso de inhibición (apartado 8 del indicado artículo)  (55) .

Es evidente que la esfera de actuaciones de intervención administrativa municipal sobre las actividades englobadas bajo la materia espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos, se ve engrosada, tras la previsión en el art. 84 de la LRBRL, derivada de la reforma operada por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que consagra como nuevo medio de intervención el sometimiento a control posterior al inicio de la actividad, a efectos de verificar el cumplimiento de la normativa reguladora de la misma (letra d del apartado 1 de dicho artículo), en clara conjunción con el sometimiento a comunicación previa o a declaración responsable previsto en la letra c) de dicho precepto.

Igualmente, debe hacerse mención a la intervención del municipio sobre una serie de actividades de ocio en espacios abiertos de núcleos urbanos que han sido objeto de una ley especial autonómica en Andalucía, la Ley 7/2006, de 24 de octubre, sobre potestades administrativas en materia de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía  (56) . Como expresa el art. 1 de la misma, dedicado al objeto y ámbito de aplicación de la Ley, «La presente Ley tiene por objeto la ordenación de potestades administrativas relacionadas con el desarrollo de determinadas actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios de Andalucía, al objeto de garantizar el normal desenvolvimiento de la convivencia ciudadana y corregir actividades incívicas incompatibles con la normal utilización de los espacios abiertos de los núcleos urbanos». De conformidad con lo anterior, las competencias y potestades que la Ley otorga a los municipios, son las siguientes (art. 4.1 de la Ley 7/2006):


	
a) Establecer las zonas del término municipal, en los espacios abiertos definidos en el art. 1.3, en las que pueden desarrollarse actividades de ocio, así como las condiciones que hayan de cumplir para garantizar el normal desenvolvimiento de la convivencia ciudadana. Dichas zonas o infraestructuras, deben reunir una serie de condiciones que garanticen el normal desenvolvimiento de la convivencia ciudadana, por lo que, en propia lógica, y por remisión al art. 1.3 de la Ley, debe ser una zona o área al aire libre, y también debe entenderse del núcleo urbano (art. 1.1 de la Ley). Aquí juega un importante papel la debida calificación del uso urbanístico por el planeamiento general, que deberá prever tal equipamiento. La Exposición de Motivos, a tal respecto, indica que «La habilitación de espacios, bien comunicados mediante transporte público, en áreas en las que no se entre en conflicto con las necesidades e intereses de otros colectivos de ciudadanos y ciudadanas puede avalar la aplicación de medidas encaminadas a eludir ruidos, suciedad y un abusivo consumo de alcohol»  (57) . 

	
b) La prohibición o suspensión de las actividades de ocio sometidas a la presente Ley cuando se incumplan las condiciones previstas en la correspondiente normativa municipal para el desarrollo de las mismas. 

	
c) La inspección, control y régimen sancionador de las actividades de ocio sometidas a la presente Ley. 

	
d) La creación, en su caso, de un órgano de participación ciudadana en el ámbito municipal, con la finalidad de realizar propuestas, informes o estudios en relación con las materias objeto de esta Ley. En tal sentido, el art. 70 bis de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local, añadido por la Ley de Medidas de Modernización del Gobierno Local de 2003, establece: «Los ayuntamientos deberán establecer y regular en normas de carácter orgánico procedimientos y órganos adecuados para la efectiva participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública local...». Llamamientos de la ley estatal y andaluza, que no deben ser desoídos por los Ayuntamientos, debiendo articular un órgano de participación ciudadana que integre a los colectivos afectados (juventud, asociaciones de vecinos, etc.), y sirva de cauce de entendimiento y encuentro, y búsqueda de alternativas de ocio. 



Como se ha comentado anteriormente, entre los principios inspiradores de las reformas normativas que afectan a las clásicas modalidades de intervención administrativa, se encuentra el desplazamiento de la técnica autorizatoria por otras modalidades que faciliten las libertades de establecimiento y de prestación de servicios, la generalización del silencio administrativo positivo, la simplificación de procedimientos (uno de cuyos exponentes fundamentales es la ventanilla única) así como el reforzamiento legal del control posterior al inicio de la actividad, a través de la inspección y medidas de restauración o disciplina (entre las que se encontraría el ejercicio de la potestad sancionadora), en los supuestos que se verifique el incumplimiento de la normativa reguladora de la actividad.

Lo que sí debe dejarse claro es que lo que se postula con la Directiva de Servicios no es una desregulación o minoración de los requisitos sustantivos de una actividad, sino en un cambio en el proceder de la Administración de cara a facilitar la implantación de actividades de servicios, para lo que pueden habilitarse otras técnicas de intervención administrativa, tales como la comunicación previa o la declaración responsable, secuenciado del procedimiento de verificación o control posterior al inicio de la actividad.

En definitiva, las reformas normativas apuntadas a lo largo del presente estudio derivadas de la transposición del ordenamiento español a la Directiva de Servicios, pretenden implantar en la cultura administrativa española un cambio de paradigma en lo que respecta a las clásicas técnicas de intervención administrativa, destronando a las autorizaciones administrativas previas del lugar común en que nuestras leyes sectoriales habían alojado a las mismas, y reemplazándolas en algunos casos por otras figuras de intervención administrativa menos agresivas (en clave de desaparición del control previo administrativo condicionante de la actividad y de los costes asociados a la implantación de la actividad), sin perjuicio de potenciar la actividad administrativa posterior a la implantación de la actividad (a través del sometimiento a control posterior al inicio de la actividad), al tiempo que se apuesta decididamente por la implantación de la Administración electrónica en el plano de simplificación administrativa y ventanilla única.

3.5.  Órgano competente municipal para el ejercicio de potestades en materia de espectáculos y actividades recreativas

Interesa ahora efectuar alguna precisión en lo que respecta al órgano competente dentro del Ayuntamiento cuando la competencia sea del municipio. Como regla general, en los denominados municipios de régimen común, con arreglo al art. 21.1.q) de la LRBRL, el otorgamiento de las licencias -en aquellos supuestos en que dicho instrumento de intervención se mantenga- y el ejercicio de la potestad sancionadora (letra n) será atribución del alcalde, siendo esta atribución delegable (art. 21.3 de la LRBRL).

En lo que respecta a los municipios de gran población regulados en el Título X de la LRBRL, con arreglo al art. 127.1 de la LRBRL, el otorgamiento de autorizaciones o licencias (letra e) -con igual mención a los municipios de régimen común con respecto a los casos en que dicha forma o medio de intervención exista- y el ejercicio de la potestad sancionadora (letra l) en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas será atribución de la Junta de Gobierno Local, sin perjuicio de su delegación  (58) .

III.  LOS PRINCIPIOS RELACIONALES Y DE ACTUACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS EN MATERIA DE ESPECTÁCULOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS Y DE OCIO

1.  Colaboración, cooperación y coordinación administrativa

El art. 137 CE dice que «El Estado se organiza territorialmente en Municipios, en Provincias y en las comunidades autónomas que se constituyan». Con ello se está reflejando una concepción amplia y compleja del Estado, compuesto por una pluralidad de organizaciones de carácter territorial dotadas de autonomía.

Cabe decir que Estado, comunidades autónomas y entes locales, sin perjuicio de la soberanía del primero y de la autonomía de los demás, están llamados a una cierta porosidad o intercomunicación, en cuanto uno y otras se dirigen a unos mismos destinatarios, los ciudadanos, que en definitiva los contemplan como piezas de aquel aparato público global que constituye el Estado en su acepción más amplia. Aplicado al sector de actividad objeto del presente trabajo, cuando un promotor de un espectáculo o actividad recreativa vinculada a un establecimiento -permanente o eventual- insta el procedimiento para la tramitación de la autorización que corresponda, o, en su caso, cualquier otro medio de intervención administrativa de índole no autorizatoria, basado en una comunicación previa o declaración responsable, seguido de un control posterior, poco le importa la instancia del poder público con la que se relaciona, sino que lo que le interesa es lo acertado de la resolución que le afecta, ya en vía de control previo o posterior, de conformidad con el principio de buena administración.

El deber de cooperación-colaboración constituye jurídicamente un presupuesto implícito del sistema español de distribución de competencias; el hecho de que la práctica totalidad de las materias atribuidas a las comunidades autónomas y a los entes locales sean objeto de potestades concurrentes, como se escenifica claramente en materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y ocupación del tiempo libre, impone el establecimiento de técnicas cooperativas, sin las cuales el sistema total, sencillamente, no podría funcionar.

Es claro, pues, que a cualquiera de las tres instancias le importa el correcto y eficaz funcionamiento de las otras dos, y que todas deben estar en principio dispuestas a ayudarse mutuamente a lograr el objetivo común, constituido por el bien de la ciudadanía.

Puesto que son tres los centros de imputación de poder, pueden producirse tres tipos de relaciones bilaterales, a saber: Estado-Comunidad Autónoma, Estado-Administración Local, y Comunidad Autónoma-entidades locales. La LRBRL, al no corresponderle la regulación de las primeras, contempla únicamente las otras dos, que engloba, desde la perspectiva que le interesa, refiriéndose simplemente a las relaciones recíprocas Administración local-demás Administraciones públicas, e insertando el art. 10 dentro de su Título I, para reforzar su carácter general o programático, que luego desarrolla en diversos preceptos de su articulado, fundamentalmente en el Capítulo II de su Título V, arts. 55 a 62. Tampoco se hace referencia explícita en la LRBRL a las relaciones recíprocas entre entidades locales.

Dice así el art. 10 LRBRL: «1. La Administración local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales respectivos. 2. Procederá la coordinación de las competencias de las entidades locales entre sí y, especialmente, con las de las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés propio de las correspondientes entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas. 3. Las funciones de coordinación no afectarán en ningún caso a la autonomía de las Entidades locales».

Esta especialidad de la LRBRL ha sido a posteriori reconocida por la propia LRJPA, la cual, al ocuparse en su Título I (arts. 4 a 10) «De las Administraciones Públicas y sus relaciones», contiene en su art. 9 la siguiente salvedad: «Las relaciones entre la Administración General del Estado o la Administración de la Comunidad Autónoma con las Entidades que integran la Administración Local, se regirán por la legislación básica en materia de Régimen Local, aplicándose supletoriamente lo dispuesto en el presente Título»  (59) .

Como expresa el art. 57 de la LRBRL, en su primer párrafo, la cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones del Estado y de las comunidades autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o convenios administrativos que suscriban.

Ya el propio REPAR de 1982, aun cuando las relaciones entre las Administraciones públicas dotadas de autonomía previstas en la Constitución, no se había articulado, por cuanto su materialización fue posterior (a través de la LRBRL en 1985 y la LRJPA en 1992), incluía una serie de preceptos para mejorar la actuación de la Administración, consciente de la escasez de medios técnicos de que disponen los Ayuntamientos de pequeña dimensión organizativa. Así, por ejemplo, el art. 49 del REPAR establece que siempre que para el adecuado ejercicio de las competencias que les atribuye el presente capítulo, los Ayuntamientos estimaran imprescindible la colaboración de los servicios de la Administración del Estado en la provincia, podrán interesar tal colaboración del Gobernador civil. Como puede observarse, esta visión colaboradora del Gobierno Civil estatal dista mucho de las funciones de intervención y control sobre la Administración local que se preveían en el régimen anterior a la Constitución de 1978, dada la inexistencia de autonomía de las Corporaciones locales.

Las leyes de espectáculos públicos y actividades recreativas en su mayoría reproducen los principios de colaboración y cooperación en su articulado, con redacciones similares (por no decir miméticas), cuestión a la que no es ajena la Ley 13/1999 de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que en su art. 8 incluye un precepto dedicado a las relaciones entre las Administraciones Públicas en la materia y en la disposición adicional 2.ª regula la cooperación y asistencia de las Diputaciones provinciales y de la Administración autonómica hacia los municipios  (60) . Así, las distintas administraciones públicas en el ejercicio de sus propias competencias y de conformidad con lo previsto en la legislación vigente se facilitarán la información que precisen en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas y se prestarán recíprocamente la cooperación y asistencia activa que pudieran recabarse entre sí para el eficaz ejercicio de aquellas sobre tales materias.

En el marco de sus respectivas competencias y de acuerdo con los principios de eficacia, coordinación, colaboración y lealtad institucional  (61) , los órganos competentes de la Administración autonómica y de la local velarán por la observancia de la normativa de espectáculos públicos y actividades recreativas a través de las siguientes funciones:


	
a) Inspección de los establecimientos públicos. 

	
b) Control de la celebración de los espectáculos y actividades recreativas y, en su caso, prohibición y suspensión de los mismos. 

	
c) Sanción de las infracciones tipificadas en las leyes de espectáculos públicos y actividades recreativas autonómicas. 



Como expresa la disposición adicional 2.ª de la Ley 13/1999 de Andalucía, las diputaciones provinciales prestarán a los municipios que lo precisen cooperación y asistencia de carácter técnico para el ejercicio de las funciones de inspección y control que le atribuye la presente Ley y demás normativa de aplicación en la materia, en los términos previstos en la Ley 11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio (62) . Asimismo, los municipios podrán solicitar a la Junta de Andalucía la colaboración y el apoyo que precisen para la ejecución de la presente Ley. A tal efecto, se suscribirán los convenios pertinentes entre los municipios y la Administración de la comunidad autónoma  (63) .

2.  Principios de intervención administrativa en las actividades de los particulares

Toda actividad de intervención administrativa debe quedar sujeta a los principios de igualdad de trato, proporcionalidad y respeto a la libertad individual. En un marco general encontramos dichos principios generales del derecho positivizados en la LRJPA, en el ámbito de la potestad sancionadora (art. 131) y en la ejecución forzosa de los actos administrativos (art. 96). A su vez, la LRBRL recoge estos principios en el art. 84.2, que dispone que la actividad de intervención se ajustará, en todo caso, a los principios de igualdad de trato, congruencia con los motivos y fines justificativos y respeto a la libertad individual.

Por consiguiente y en su aplicación a la materia objeto de estudio, la actividad administrativa de intervención sobre espectáculos públicos y actividades recreativas debe quedar orientada con dichos principios generales del derecho, de un lado, pero a su vez no puede olvidarse la importancia de la seguridad pública, dada la concurrencia de público en los establecimientos y espacios habilitados para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas. Caso por caso, expediente a expediente, deberá valorarse por la autoridad administrativa competente la justa medida de aplicación de las normas y principios que vertebran el régimen jurídico de los espectáculos públicos y actividades recreativas y otras actividades de ocio sujetas a intervención administrativa.
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